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			I

			Introducción

			Son muchos los asuntos de posible interés para la historia social puesto que es el nudo donde confluyen, de uno u otro modo, todos los aspectos de la realidad histórica, pero se puede mantener el sentido de totalidad explicándolos de tal manera que sus contenidos específicos se enlacen y relacionen en el seno de un argumento común. En el volumen anterior de España a finales de la Edad Media, ya se trató sobre algunos marcos y fundamentos del orden social, como son las realidades geográficas y el poblamiento, el régimen demográfico y, en especial, el sistema económico y su funcionamiento, incluyendo una primera aproximación a los grupos sociales que intervenían directamente en la producción y distribución de bienes. Este segundo volumen tiene como objeto exponer aspectos centrales, relativos a la estructura social, a su dinámica y a las jerarquías y relaciones que se establecen en el seno de la sociedad, incluyendo el ejercicio de los poderes en sus diversas modalidades y ámbitos, especialmente el político, puesto que nuestro estudio quedaría incompleto si no tratara estos aspectos con brevedad, desde la perspectiva de sus funciones de articulación del cuerpo social, pero no desde la de una historia detallada propiamente institucional o de las ideas y sistemas jurídicos y políticos.

			El tiempo histórico a considerar es el mismo ya acotado en el primer volumen, desde mediados del siglo xiii hasta comienzos del xvi, y también lo es la finalidad, que consiste en exponer y explicar con algún detalle realidades históricas concretas, unas comunes a todo el ámbito estudiado, otras específicas de alguna de sus partes (reinos, regiones dentro de ellos, etc.), pero esto no excusa de hacer antes algunas consideraciones sobre los fundamentos teóricos subyacentes en la organización del libro1.

			1. Estructura y función

			Toda sociedad tiene una estructura global y unas pautas de funcionamiento relativamente estables, en las que se organizan las relaciones entre sus componentes según una dinámica que combina en diversa proporción las permanencias y los cambios2. Los componentes básicos de esa estructura son siempre los grupos sociales, más las estratificaciones, diversificaciones y jerarquías establecidas entre ellos o bien de hecho o bien reconocidas jurídicamente, según sus respectivos roles o funciones y el o los status o posiciones sociales específicas que se reconocen a cada cual. El reconocimiento jurídico formal, y no simplemente consuetudinario, es más frecuente cuando se trata de definir grupos según que sus funciones los acerquen o alejen respecto de las llamadas «fuentes del poder social»3: económico, político, guerrero, religioso, cultural.

			A partir de esta observación general, una primera división en grupos permitiría diferenciar entre «gente sin historia»4 y élites sociales pero parece una distinción demasiado simple e imprecisa aunque en los últimos decenios la historiografía sobre élites de uno u otro tipo ha proliferado casi tanto como la relativa a los marginados sociales. Establecer una división más matizada nos encamina, de nuevo, al concepto de función social, distinguiendo entre las económicas, las de poder y coerción, y las ideológicas y culturales.

			1.1. Funciones y relaciones sociales

			Las funciones económicas establecen diferencias en lo relativo a la propiedad y uso de los medios de producción y a las formas de distribución de la renta, por lo que perfilan la posición objetiva de las personas como miembros de una clase social —según el dominio de las fuentes de riqueza y renta— y de un grupo profesional.

			Las funciones de poder y coerción, a través de las leyes, de la administración y la práctica política, y de la capacidad militar, dan lugar a diversas situaciones según los órdenes sociales fijados por su función en estos aspectos y, a menudo, por la herencia de su status. En este ámbito, el concepto básico es el de estamento: las sociedades estamentales o de órdenes se organizan según principios expresos de desigualdad y privilegio, con élites nobles en su cúspide.

			Las funciones ideológicas y culturales se refieren con gran frecuencia, en las sociedades tradicionales, a la religión, y tienden a generar un esbozo de castas, con perfiles más o menos definidos. En las sociedades medievales europeas, el clero no era una casta por cuanto no daba lugar a una situación hereditaria, por la variedad de procedencias sociales de sus miembros y porque no se rompían los lazos con sus parientes y otros miembros de la sociedad seglar. Pero, por otra parte, el clero se aproximaba a la condición de casta tanto por su función carismática como por su derecho e instituciones específicos. Además, muchos de los intelectuales y letrados medievales fueron clérigos, algunos otros no, especialmente en los últimos siglos pero, en cualquier caso, parece más adecuado considerarlos como grupo socio-profesional que como un esbozo de nueva casta. Respecto a las minorías no cristianas —judíos, mudéjares—, su consideración como casta religiosa aparte se imponía, en la imagen social externa y en la de sus propios miembros, sobre las evidentes diferencias internas que hubo entre sus miembros, tanto en lo económico como en lo político.

			El estudio de las relaciones sociales permite conocer cómo se produce el funcionamiento del sistema social que, por su propia naturaleza, introduce dinámicas, unas de permanencia y otras de cambio. Había siempre conceptos básicos a los que se referían los principios generales de relación. El primero de ellos es el de consenso, que se refiere a la necesaria solidaridad e integración sociales. El segundo, el de coerción, o apoyo al consenso mediante normas, unas expresadas en leyes pero otras, más amplias, implícitas en las costumbres aceptadas. El conflicto es también un principio general, en sus diversas manifestaciones, desde las tensiones sociales de diverso tipo hasta las guerras, pero no se opone necesariamente al principio de consenso sino que, a menudo, puede abrir caminos hacia su restauración o renovación.

			Otros principios de funcionamiento se refieren expresamente al cambio social, tanto a los movimientos que ocurren en el seno del sistema con el propósito de transformarlo o, incluso, con el deseo consciente de sustituirlo por otro, como a los que se refieren a la movilidad social, que se relaciona más bien con las posibilidades abiertas a la libertad personal dentro del sistema.

			Las desviaciones y marginalidades sociales forman parte igualmente del sistema y de las relaciones establecidas en su seno de manera más o menos estable. Por una parte, la marginalidad asociada a la pobreza y la enfermedad, a los extranjeros, esclavos y cautivos, a los vagabundos en una sociedad sedentaria, a las minorías religiosas y étnicas. Por otra, la marginación debida a prácticas ilícitas o consideradas inmorales, y a la delincuencia propiamente dicha, con su continua incidencia sobre el orden público y la acción de la justicia.

			1.2. Estudios sectoriales

			La historia social no se agota en el estudio general de elementos de estructura, función y relación, sino que necesita combinarlo con análisis sectoriales. Por una parte, acotando espacios: la historia rural y la historia urbana son marcos utilizados habitualmente; incluso puede serlo la «microhistoria» como intento de realizar «historia total» de la sociedad a partir de un marco o escala local. Por otra parte, acotando grandes grupos sectoriales para estudiarlos específicamente y también en conexión con los tipos de funciones que antes he mencionado. Los dos tipos básicos de grupo sectorial que distinguen los sociólogos son la comunidad, de la que se forma parte obligadamente, y la asociación, a la que se pertenece por un acto voluntario de adhesión. Ambos introducen entre los individuos que los componen factores específicos de identidad, cohesión y diversificación y son, a la vez, los ámbitos más adecuados para el desempeño de funciones de integración social que no se pueden explicar sólo apelando al estudio general de las funciones económicas, de poder y coerción o ideológicas que antes mencionábamos.

			Así sucede en el más universal de los grupos comunitarios, que es el familiar y doméstico, basado en el vínculo de sangre. En él se establecen y cultivan unas relaciones cuya importancia para las personas y para el conjunto social es decisiva, sea cual sea el tipo de familia. El historiador debe estudiar las relaciones de parentesco, el régimen de matrimonios y sucesiones, las solterías y bastardías, las clientelas domésticas y los criados, las solidaridades pero también los conflictos y violencias intrafamiliares o en el seno de parentelas y linajes: la influencia de algunos de estos asuntos es mayor para los grupos aristocráticos, pero también importa para otros. La comunidad familiar es, por otra parte, un ámbito principal de socialización, educación e integración en el orden moral de la sociedad. A través del conocimiento de la vida doméstica y privada, de la misma memoria familiar, pueden alcanzarse saberes que, de otro modo, los historiadores no podrían conseguir. Y entender mejor cómo se organizan y funcionan otras comunidades que, sin ser de sangre, siguen el modelo familiar en mayor o menor medida (los vínculos familiares ideales en el seno de la Iglesia, las confraternidades de diverso tipo, etc.).

			Además, el estudio de los «segmentos sociales» por sexo y edad suele vincularse a la historia social de la familia aunque es posible ampliar o encontrar otras perspectivas. Desde el punto de vista de la edad, caben aquí las consideraciones sobre la situación de las personas desde la infancia hasta la vejez. Si atendemos al estudio por sexos, los varones adultos poseerían una historia propia todavía poco cultivada o sumergida en la de los grupos sociales funcionales donde solían ser protagonistas o actores más visibles. Lo contrario sucede aparentemente con las mujeres si observamos la inmensa proliferación de estudios de cincuenta años a esta parte, y es muy cierto que la mujer debe ser considerada como «actor social» pero, siempre que se pueda, parece preferible integrar este punto de estudio en el de las categorías generales de organización de la sociedad y no reducirlo al de un supuesto «segmento social»… que estaría formado por la mitad del género humano. Es decir, integrar el análisis de la o las condiciones femeninas dentro de cada una de sus situaciones sociales o bien específicas o bien compartidas con los varones, dentro de una historia común.

			La historia social se refiere también a otro tipo de comunidades, las de base territorial e histórica, por su importancia evidente en la cohesión de la sociedad y en los hechos de formación de grupos y definición de criterios de identidad y alteridad, así como en la manifestación de tensiones y confrontaciones. Los hombres de tiempos pasados se integraban por vínculos de sangre pero, a la vez, por los de vecindad local (aldea o ciudad, parroquia, concejo…), y a partir de ellos construían o recibían y asimilaban conceptos de comunidad social más amplios: patria o tierra, reino, naturaleza o nación, cristiandad latina como ámbito más amplio, que abarcaba a todos.

			Los grupos sectoriales de tipo asociativo o voluntario tuvieron gran florecimiento en la Edad Media, en especial desde los siglos xii y xiii, tanto los formalizados jurídicamente como los informales, los públicos como los privados, los laicos como los religiosos. El resultado fue un enriquecimiento notable de las formas en que se expresaba la sociabilidad de los diversos grupos y la capacidad para integrar personas a través de instituciones y prácticas como fueron, ya desde la Alta Edad Media, el vasallaje entre los aristócratas, la encomienda campesina y las diversas formas de clientela familiar, a las que se añadieron otras manifestaciones más recientes y variadas, en especial en los medios urbanos bajomedievales: las corporaciones profesionales, las cofradías y entidades asistenciales, de oficio o parroquia, las ramas terceras de órdenes religiosas, que se abrían así a los seglares, las asociaciones festivas de jóvenes, los colegios universitarios, o bien los bandos y ligas considerados como asociaciones con fines políticos.

			Más allá de estos grandes ámbitos de estudio se abre otro, mucho mayor aún, que es el relativo a la historia social de la cultura en su sentido más amplio, es decir, como un modo de análisis de la realidad histórico-social que emplea elementos de todas las historias especializadas tradicionales, los combina e integra: la historia religiosa, intelectual, de la filosofía y de la ciencia, del derecho y las instituciones, de las técnicas, de la literatura y el arte, del folklore y la vida cotidiana, la misma historia de los acontecimientos políticos, etc. Su origen se encuentra, a menudo, en la llamada «historia de las mentalidades» y en el impacto de la antropología cultural, pero ha evolucionado de forma compleja y dado lugar a contenidos muy diversificados. He aquí algunos de ellos:

			 1.	Procesos de conocimiento. Comprensión y re-presentación del universo y sus criaturas.

			 2.	Cultura intelectual y «cultura popular». Manifestaciones culturales en general y específicas de los grupos sociales.

			 3.	Historia social del lenguaje.

			 4.	Memoria colectiva. Mitos, leyendas, imagen del pasado. Tradición oral.

			 5.	Religiosidad. Creencias, prácticas, supersticiones.

			 6.	Sociabilidad en general. Moral y psicología sociales. Usos y costumbres sociales, rituales, gestos.

			 7.	Pasiones y emociones.

			 8.	Vida cotidiana: vivienda, vestido, alimentación, salud, fiesta, ocio y juegos.

			 9.	Tránsitos vitales y sus ceremonias. Del nacimiento a la muerte.

			10.	Sociedad, estructuras jurídicas y poder político.

			11.	Guerra y sociedad.

			12.	Encuentros entre culturas. Mediaciones.

			Muchos de estos asuntos no tendrán cabida directa en capítulos o apartados específicos de este libro porque tienen suficiente entidad como para escribir otro. Sin embargo, hay que tenerlos presentes para articular mejor la explicación y abrirla a perspectivas más amplias.

			2. Conciencia social y realidad social

			2.1. Los tres órdenes de la sociedad

			Los hombres suelen tener percepciones, imágenes mentales y teorías sobre la sociedad en la que viven, y los historiadores actuales deben estudiar las del pasado como parte de sus realidades sociales, entre otras cosas por las consecuencias que tenían sobre su continuidad o cambio.

			Las explicaciones que elaboraban los pensadores medievales eran de tipo funcionalista: había tres órdenes sociales, cada uno de ellos tenía su función a cumplir y, si lo hacía bien, el edificio social se mantenía y reinaba la armonía en su seno: sacerdotes, guerreros y campesinos, que tales eran los tres órdenes, no eran clases antagónicas sino artífices de una complementariedad funcional imprescindible. Es una imagen de la sociedad que promueve los valores de consenso sobre los de conflicto, los de estabilidad sobre los de cambio, los de permanencia de cada cual en su lugar sobre los de movilidad social, una imagen que no incluye la idea de tensión dialéctica clasista entre continuidad, modificación o ruptura del sistema.

			Una perspectiva, pues, conservadora que no debe entenderse sólo como argumento ideológico de quienes la exponían, en general miembros del clero o de la aristocracia que así reforzaban las desigualdades jurídicas a su favor con un argumento teórico general, sino también como reflejo de un orden social con escasas posibilidades de transformación debido a la estabilidad de sus fundamentos económicos y técnicos, que obligaban a dedicar al menos un ochenta por ciento de la población al sector agrario, y otro diez a quince a las manufacturas y el comercio. Sólo entre un cinco y un diez por ciento de la población podría ejercer habitualmente otras funciones sociales. En aquella situación, no era probable imaginar cambios revolucionarios, aunque había conflictos y modificaciones internas, cuyo número e importancia aumentó en la Baja Edad Media, manifestados en tensiones y revueltas cuya aspiración máxima, en líneas generales, era redistribuir, dentro del sistema, la jerarquía de las funciones y la capacidad para participar en el dominio de los medios de producción, en el poder político y militar y en la toma de decisiones, así como limitar los poderes señoriales y oligárquicos y el peso de la hereditariedad de las posiciones, aceptando cierta movilidad social de las personas.

			La percepción funcionalista del orden social encontraba apoyo, además, en fundamentos remotos: se ha puesto de relieve la generalidad de la «ideología de las tres funciones» en los pueblos de raíz indo-europea5: una primera función destinada a administrar la soberanía jurídico-política y «mágica», en manos de sacerdotes y, en alguna medida, de reyes; una segunda que dispone de la fuerza física, tanto para usos pacíficos como bélicos, en manos de aristocracias de guerreros; una tercera, asociada a la producción de bienes, al mantenimiento de la abundancia, de la salud y de la vida, encomendada a quienes crean con su trabajo riqueza económica, y a quienes cuidan del orden doméstico, de la reproducción y continuidad de la especie humana.

			La definición medieval de la «imagen trinitaria» u orden tri-funcional de la sociedad se precisó a partir de aquellos antecedentes, en coincidencia con la plena formación del sistema de relaciones políticas y sociales feudo-vasallático, a partir de la dualidad social básica entre señores y campesinos. La idea se expresa ya en autores anglosajones del siglo x, como Aelfric o Eadmer de Canterbury, pero encuentra su expresión más completa poco después, a comienzos del xi, en escritores de la Francia N. como Adalberón, obispo de Laon, o Gerardo, obispo de Cambrai. No es preciso ahora seguir los avatares de su evolución6, salvo para indicar que la descripción trifuncional renació y se afirmó en el plano político desde el siglo xiii debido a la formación de asambleas representativas en muchos reinos y a las nuevas formas de defensa de la libertas eclesiástica frente a los poderes regios y aristocráticos.

			2.2. La imagen orgánica: la sociedad como cuerpo

			La expresión y difusión de ideas organicistas en las que la sociedad se imagina como cuerpo único formado por la diversidad de sus miembros-funciones proporcionó una posibilidad de descripción del orden social más rica en matices que la «trinitaria», y tuvo un recorrido más amplio. Ya San Pablo y otros escritores de los primeros siglos del cristianismo describieron el orden religioso interno de la Iglesia mediante imágenes que lo presentan como un cuerpo místico donde cada miembro tiene su función7, y aquellas metáforas pudieron servir de apoyo o inspirar a otras relativas al orden temporal de la sociedad.

			Así sucedió desde mediados el siglo xii en la descripción de las funciones sociales, especialmente las de gobierno y administración expuestas por Juan de Salisbury en Policraticus8: los sacerdotes como alma de la res publica; el príncipe, su cabeza; el Consejo, su corazón; los jueces y gobernadores, los ojos, oídos y lengua; los guerreros, las manos; los cortesanos del príncipe, los costados; los recaudadores y administradores, el vientre; los agricultores, los pies, que necesitan una atención especial del resto porque «sostienen y hacen moverse a todo el cuerpo». Y Francesc Eiximenis matizó y amplió el símil en su Regiment de la cosa publica, escrito hacia 1383. Después de definir tres niveles sociales según su capacidad política y económica: menores, medianos y mayores, añade que la res publica se asemeja al cuerpo de un hombre: los ojos y las orejas son los jueces y los oficiales; los brazos son los defensores de la cosa pública, es decir, los caballeros y hombres de armas; el corazón son los consejeros; las partes generativas son los predicadores e informantes; los costados y piernas son los menestrales; los peus que calciguen la terra són los pagesos qui la colren e la exerciten per llur ofici tostemps9.

			2.3. Poder y tener

			Hubo, desde luego, más ideas sobre el orden y las jerarquías sociales. Así, San Agustín, San Gregorio Magno y muchos otros autores en su misma línea de pensamiento, aceptaron la necesidad del poder y, por lo tanto, de la capacidad de coerción y jerarquización social, como un mal menor: los hombres son por naturaleza libres e iguales en su dignidad pero la existencia del poder político coactivo se debe a la necesidad de combatir y limitar el mal que el pecado introdujo: «con el fin de que la libertad de obrar mal se vea restringida por el poder del que domina»10. En consecuencia, aunque la persona es anterior al poder político y la humanidad perfecta no precisaría de él, en la realidad histórica son inevitables las dualidades poder/obediencia y riqueza/pobreza: así lo entendía San Bonifacio a comienzos del siglo viii: «hay un orden de los que mandan y un orden de los súbditos, un orden de los ricos y un orden de los pobres»11, y lo seguía manteniendo nueve siglos después el agustino Pedro de Figueroa, a mediados del xvii: «Somos todos libres y por naturaleza y en razón de exenciones muy iguales. No hubiera diferencia de superiores y súbditos si no prevaricara el primer hombre»12.

			Algunas de aquellas ideas se manifestaron más clara y ampliamente durante la Baja Edad Media, debido a novedades sociales de la época, como fueron la diversificación de las fuentes y niveles de riqueza y renta dentro de cada estamento o grupo, y la mayor variedad de formas de trabajo y actividades profesionales, con el consiguiente aumento de la complejidad del tejido social, especialmente en las ciudades, y algún aumento de las posibilidades de movilidad social ascendente, gracias al esfuerzo y a la buena fortuna, porque cada día sabemos por esperiencia que uno que es pobre sabe ganar honor e hacienda, e otro que nace heredado no sabe vivir con cuanto tiene, e lo pierde todo13.

			Las metáforas del orden social expresadas en las teorías de los tres estados y en las organicistas continuaron vigentes, pero hubo que atender a las novedades políticas y a la diversificación de situaciones sociales. En el primer aspecto, y tomando como punto de partida la dualidad mando/obediencia, algunos autores otorgaron la condición de primer ordo, por razones de eficacia y responsabilidad, a la nobleza con el rey a su frente, como titulares del poder temporal político y guerrero, aunque respetando la primacía del Papa y del clero en las funciones religiosas espirituales, a la cabeza de una Iglesia reformada según ideales evangélicos.

			En el segundo aspecto, muchos tratados de penitencia y confesión, modelos de predicación y sermones puestos por escrito, exempla morales y autores literarios diversos, insistieron en la multiplicidad de situaciones sociales y maneras de vivir, cada una de las cuales requería atención moral específica, dentro de las pautas generales, para guiar su actividad y criticar sus vicios y pecados más característicos. Proporcionan buenos ejemplos los textos de Don Juan Manuel o el canciller Pedro López de Ayala, en la Castilla del siglo xiv, los de Francesc Eiximenis y los sermones de San Vicente Ferrer, en el ámbito lingüístico catalán, o las Danzas de la Muerte escritas en el siglo xv.

			Al mismo tiempo, las evidentes diferencias de situación entre ricos y pobres dieron lugar a reflexiones puestas por escrito, sobre todo, en los medios urbanos desde el siglo xiii porque en ellos la pobreza y la marginalidad fueron elementos continuos de su estructura socio-económica, basada en la diversificación profesional y en una economía casi totalmente monetaria, y además eran aspectos visibles directamente en la misma socio-topografía de la ciudad14. La mayor conciencia de la distancia entre poderosos, medianos y gentes del común o menuts, se agudizó también por el uso continuo de padrones de vecindario para el cobro de impuestos directos o el reparto de deberes militares, que dividían a los vecinos en tramos o cuantías diferentes según su patrimonio.

			La crítica a la riqueza mobiliaria, y especialmente a su mal uso mediante la usura, era fundamentalmente moral y se refería al vicio de la avaricia, del mismo modo que los reproches a los estados privilegiados atendían a la actitud de vanagloria o soberbia que podían producir. Es decir, eran críticas al abuso y al mal moral, pero no a los fundamentos de un orden que siempre podría recuperar la armonía de su funcionamiento mediante la regeneración ética del tejido social y el buen gobierno de la res publica contra los abusos del poder aunque, eso sí, sin olvidar que el pobre con el rico non partirán bien quiñón15. O, si no había otros remedios, cabía intentar los individuales: algún camino de perfección personal, religiosa, caballeresca o intelectual, o bien, sencillamente, alejarse a manera de eremita que se retira de aqueste mundo malvado siguiendo la senda por donde han ido los pocos sabios que en el mundo han sido, como escribió fray Luis de León algo más tarde uniendo su experiencia personal al tópico literario16.

			Las imaginaciones sobre otros sistemas sociales no ofrecían alternativas posibles de realización en aquella situación porque no se daban condiciones objetivas para un cambio global de sistema ni por vías reformistas ni revolucionarias ni tampoco, probablemente, las condiciones subjetivas referentes a la toma de conciencia sobre la posibilidad de dicho cambio. La reflexión derivó habitualmente hacia consideraciones o situaciones ajenas al mundo real, aunque útiles por su capacidad como instrumentos para criticarlo17. Unas eran ucrónicas, tales como la comunitaria Edad de Oro primitiva —dichosa edad y siglos dichosos aquellos a quien los antiguos pusieron nombre de dorados … según la irónica evocación cervantina18 —, o la fe milenarista en el retorno a la perfección del Paraíso cuando ocurriera el fin del tiempo presente, que algunos movimientos religiosos trataron de acelerar para que la humanidad entrara ya en la Ciudad de Dios agustiniana. Otras alternativas eran utópicas, porque no había lugar dónde situar, salvo en la geografía imaginaria, el inaccesible Paraíso Terrenal, las delicias del País de Jauja, la justa pero rígida ordenación social del reino del Preste Juan, o la sociedad comunitaria e igualitaria que habitaba en la isla de Utopía, propiamente dicha, lanzada a la fama por Tomás Moro desde 1516, cuando estaban llegando a su madurez las primeras exploraciones de nuevas tierras y océanos.
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			II

			Familia y Reino

			Los grupos sociales se integran en ámbitos de organización que es imprescindible tener en cuenta a la vez que se estudia lo que singulariza a cada uno de ellos. Habitualmente se distinguen cinco ámbitos en la época medieval. De menor a mayor: la familia como comunidad básica; los espacios locales o comarcales donde surgen y actúan diversos tipos de asociaciones y ejercen su jurisdicción los municipios o los señores, o ambos a la vez; el reino y, en ocasiones, su agrupación en coronas que unen varios bajo el mando del mismo monarca; y, por encima, los poderes universales de la cristiandad latina: el imperio y el pontificado.

			Las características de las asociaciones y poderes sectoriales pueden integrarse en el estudio de los grupos sociales afectados o integrados en ellos, y lo mismo sucede con el poder eclesiástico concretado en la organización del clero como grupo social. Por el contrario, la familia y el reino eran espacios de organización social que afectaban a todos, de modo que es preferible presentarlos previamente a los demás. Todavía en 1645, un pensador político del barroco español definía a la res publica como «un agregado de muchas familias que forman cuerpo civil, con diferentes miembros a quienes sirve de cabeza una suprema potestad que les mantiene en justo gobierno, en cuya unión se contienen medios para conservar esta vida temporal y para merecer la eterna»1.

			La familia se basaba especialmente en principios de derecho privado y era el elemento más destacado de lo que podemos entender como «sociedad civil», aunque compartía este espacio con otras formas de comunidad o asociación, mientras que el reino, como poder político, se organizaba ya en la baja Edad Media sobre principios de derecho propios de la res publica. Es evidente que había nexos, elementos compartidos e interferencias entre lo público y lo privado, pero también criterios de diferenciación suficientes entre los comunes provechos y los particulares, según la distinción que repitió, una vez más, Gómez Manrique, poeta y corregidor real de Toledo hacia 14802.

			1. La familia

			La familia era un ámbito de estrechas vinculaciones entre los individuos que se integraban en su comunidad, especialmente por medio del matrimonio y de las relaciones paterno-filiales, aunque se puede extender su ámbito a otros parientes e incluso, en parte, a criados y otros servidores domésticos estables. En su seno se aprendía un amplio conjunto de ideas e imágenes sobre el orden social y se mantenían muchas pautas de comportamiento, reparto de funciones y jerarquías que afectaban a la organización general de la sociedad3. Además, la regulación y uso del patrimonio familiar creaba realidades económicas y normas jurídicas o consuetudinarias muy estables. Y la familia era, también, un punto de referencia indispensable para el desarrollo de la vida política y administrativa del país, y un ámbito de especial importancia para la manifestación de solidaridades y tensiones sociales.

			1.1. Tipos de familia

			La familia corta o «nuclear», formada por el matrimonio y sus hijos no emancipados más, a veces, algún otro pariente próximo, era el modelo generalmente seguido en la Baja Edad Media, aunque se mantuvieran relaciones familiares o de parentesco más amplias. Su expansión procedía de los siglos anteriores, desde el xi al menos, favorecida por el crecimiento demográfico y económico, por las formas de organizarse las relaciones entre señores y campesinos y el cultivo de la tierra por éstos, a menudo en unidades de tipo familiar, en el marco vecinal de cada aldea o localidad, y, desde luego, por la influencia eclesiástica, que promovió la familia corta, con domicilio propio, como núcleo básico de la sociedad, en relación con la forma canónica del matrimonio perfeccionada desde el siglo xii. Este tipo de familia corta fue el que se estableció también, incluso con mayor nitidez, en las sociedades urbanas a medida que se desarrollaron.

			Podía haber variantes de cierta importancia en el mundo rural, como era, por ejemplo, el régimen familiar en el que un hijo permanecía con los padres, y heredaba la explotación campesina, mientras que los demás tenían que abandonar aquel marco económico. Así sucedía en zonas de la Cataluña Vieja, con el régimen del hereu, que se extendió desde la segunda mitad del siglo xi, durante el proceso de feudalización de aquella sociedad rural, como medio para mantener indiviso el manso, que era la unidad de explotación y tributación campesina4.

			Otra variedad, la «familia amplia» campesina, sobrevivió en zonas montañosas del norte y noroeste hispánico, aunque a menudo como opción minoritaria vinculada a la continuidad de la gestión del patrimonio común por los co-herederos5, pero fue mucho más habitual que las parentelas, tanto de origen paterno como materno —agnaticias o cognaticias— perdieran sus funciones como grupos titulares de patrimonio familiar o con derecho a intervenir en él, salvo en algunos casos, aunque conservaran su valor y función como espacios de solidaridad y afecto.

			Por el contrario, la nobleza de la época mantuvo y desarrolló un modelo de familia amplia y de relaciones de parentesco heredados de épocas anteriores, porque el linaje noble, o cada casa dentro de él, actuaba como unidad de transmisión y aumento de poder y riqueza. Se trataba de linajes patrilineales o agnáticos, constituidos en torno a un pariente mayor titular o administrador principal de su patrimonio y rentas, que incluían a menudo familias cortas en su seno, así como criados y clientelas militares.

			La consolidación del modelo de linaje agnático ocurrió desde los siglos xi y xii, y formó parte de ella el nuevo sistema antroponímico que entonces se generalizó, formado por el nombre de pila más el apellido indicativo de familia o lugar. Pese al predominio de la patrilinealidad, en muchos linajes nobles de la Baja Edad Media hispánica se rastrea la presencia de elementos de relación matrilineales, tales como la importancia del vínculo de nepotismo entre tío materno y sobrino, o la transmisión de la herencia de la madre a favor del hijo segundo.

			El linaje era solidario en la guerra y la violencia, en la defensa de sus intereses políticos, del honor y del «buen nombre» (venganza de sangre), en el procedimiento judicial (cojuradores, responsabilidad colectiva), en la educación de sus miembros dentro de un código moral que a todos obligaba —según los modelos caballerescos—, en la tutela de los huérfanos, y en el mantenimiento del patrimonio. Con el tiempo, cada linaje noble construyó y perfeccionó signos de identidad y memoria, heráldicos, genealógicos e históricos, y también funerarios al patrocinar panteones donde sepultaban a sus principales miembros: todos ellos son aspectos que las noblezas hispánicas desarrollaron mucho a lo largo de la Baja Edad Media. Fue entonces, también, cuando el linaje noble proporcionó un modelo de comportamiento familiar a otros grupos sociales en auge que, por diversas vías, procuraban aproximarse o asimilarse al modo de organización y a los ideales de la nobleza.

			1.2. Matrimonio

			El estudio del matrimonio forma parte del de la familia porque es indispensable encuadrar al grupo conyugal en el conjunto de relaciones de parentesco entendidas no sólo en su contenido jurídico sino también en el antropológico, más extenso. En efecto, el matrimonio exógamo, ya en la Alta Edad Media, se consideraba en el marco de las estrategias familiares, en especial las de las aristocracias, como medio para afirmar la paz, mejorar la posición social del grupo, si el matrimonio del varón era con mujer de familia con superior categoría, y promover sus patrimonios, como se detallaba en los acuerdos económicos que acompañaban al matrimonio estableciendo «un juego de dones y contradones». La mujer casada no se debía sólo a su marido sino a los intereses del linaje, a cuya perpetuación contribuía con los hijos: de ahí la condena especial del adulterio femenino, porque los hijos lo eran de la semilla del padre; la madre sólo los gestaba en su vientre. De modo que, según la teoría ya madura en la Baja Edad Media, el adulterio de la mujer era un engaño y traición a la estirpe paterna, mientras que el masculino, aunque moralmente reprobable, no iba contra ella: por eso, sus hijos bastardos eran también miembros del linaje.

			El triunfo de las doctrinas eclesiásticas desde finales del siglo xi, que fue, en cierto modo, parte de la «reforma gregoriana», vino a consolidar aún más el matrimonio monógamo como institución social básica en el seno de la familia. Los teólogos y canonistas enriquecieron mucho las ideas y las prácticas en torno a él desde el siglo xii al insistir en su carácter de contrato libremente aceptado y contraído por ambas partes, exogámico, en pie de igualdad, efectuado con publicidad previa, ante testigos, así como su indisolubilidad, rechazando el divorcio o el repudio del cónyuge, lo que culminó con el reconocimiento de la condición sacramental del matrimonio (III Concilio de Letrán, 1179)6. Las prácticas sociales opuestas a estos principios fueron desapareciendo ante el acatamiento de la legislación eclesiástica, que fijó las condiciones de celebración destinadas a asegurarlos7: la práctica de amonestaciones previas para conocer si había motivo que impidiera el matrimonio previsto, la presencia, aunque no obligatoria antes del Concilio de Trento, de un sacerdote como testigo que bendecía la unión, la edad mínima —12 años para las mujeres, 14 para los varones— para contraer matrimonio por palabras de presente, aunque con posibilidad de contrato de esponsales anterior, que establecía entre ellos o en su nombre un compromiso por palabras de futuro no vinculante con el fin de evitar que la presión o los intereses familiares, especialmente entre la nobleza, anulara la libertad personal. Se dejaron también algunas puertas abiertas al definir las situaciones en las que el matrimonio contraído era ilícito o inválido: el primer caso se daba cuando entre los contrayentes había un parentesco de consanguinidad que se fijó en el séptimo grado aunque más adelante, en el IV Concilio de Letrán, 1215, se rebajó hasta el cuarto grado, lo que permitía el matrimonio lícito, por ejemplo, entre primos hermanos. En el segundo, el matrimonio era inválido si no se contraía con plena libertad —lo que incluía los casos de locura o enfermedad grave— y o si había constancia de esterilidad o impotencia previa en alguno de los cónyuges. Detrás de la ilicitud estaba la prohibición tácita y universal del incesto; detrás de la invalidez, la protección a la conciencia personal y el no cerrar la posibilidad de cumplir el fin primero de la unión, que era procrear hijos.

			Permanecieron, a veces hasta bien entrado el siglo xvi otras prácticas y formas de unión, minoritarias pero toleradas en los usos sociales, e incluso a veces con consecuencias legales, pese a las prohibiciones canónicas. Entre las prácticas, disminuyó muchísimo el rapto como medio para forzar el matrimonio contra la voluntad de los parientes. Entre las formas de unión excepcionales, subsistió la establecida mediante matrimonio clandestino o consensual, sin testigos ni forma canónica, sólo con la expresión privada de promesa y consentimiento de la pareja (a furto, a yuras), pese a lo perjudicial que podía ser para la mujer, parte más débil en aquella sociedad.

			También hubo cierta flexibilidad, dentro de la condena moral y exclusión social, hacia el pacto de concubinato o barraganía que, en algunas normas locales, reconocía derechos a la compañera soltera y a los hijos sobre la herencia del padre. Distinto, y aun peor, era el caso de la manceba que cohabitaba con un hombre, porque podía ser tanto soltera como viuda, o incluso casada. La poligamia no existía legalmente pero, especialmente entre la alta nobleza, había situaciones de hecho próximas, más o menos inestables, como lo demuestra la frecuencia de hijos bastardos del marido y el empeoramiento de su situación legal a medida que el matrimonio monógamo obtuvo mayor respaldo legal y, sobre todo, mayor preferencia social.

			El matrimonio canónico establecía una situación de igualdad entre los cónyuges, aunque relativa porque el marido tenía capacidad de representación del conjunto y de administración exclusiva de los bienes conyugales en muchos aspectos. Pero, en aquellas circunstancias, también mejoraba la situación de la mujer y protegía la función principal de tener, criar y educar hijos. Establecía, además, fundamentos para un afecto estable entre los cónyuges, basado en la fidelidad, distinto de los usos propios del amor cortés que glosaron tantos autores desde el siglo xii, pero no incompatible con ellos, aunque se delimitaron desde entonces con mayor precisión pautas de comportamiento amoroso y sexual: las de los iuvenes solteros, por un lado, las de los casados, por otro8.

			Sin embargo, más allá de dicha promoción del afecto conyugal, los moralistas pusieron mayor empeño en controlar las relaciones sexuales de los cónyuges, puesto que, en definitiva, se consideraba el estado matrimonial como un mal menor, inferior al celibato: se establecieron periodos y días de restricción, argumentando motivos religiosos (Adviento, Cuaresma, determinados días, plazos previos a la recepción de la eucaristía…) y, en general, se aconsejaba moderación también como forma de que el marido mantuviera mejor su autoridad mostrando su «naturaleza, más perfecta y más fuerte»9. Pero lo fundamental para el grupo familiar, más allá de aquellas restricciones, era «conservar el control último sobre la inversión, en otra familia, del cuerpo y de las riquezas de la mujer».

			En definitiva, el matrimonio creaba un estado de sujeción recíproca, mayor en la práctica para la mujer, que pasaba de la dependencia respecto al padre a la del marido y debía aceptar la marital corrección si llegaba el caso, pero, al mismo tiempo, consolidaba su participación en un régimen de uso o dominio de bienes cuyos orígenes eran muy antiguos y en el que se combinaban elementos jurídicos de origen romano con otros germánicos, a los que se añadían matices y variedades según las diversas normas locales o territoriales, y las «capitulaciones matrimoniales» pactadas expresamente, en especial para matrimonios de la aristocracia. Recibía la mujer, al casarse, una dote entregada por sus padres y un ajuar que, en general, se consideraban como anticipo de su herencia; por su parte, el marido entregaba a la mujer las arras o dote marital y una donatio propter nuptias complementaria. La dote se concertaba previamente por los contrayentes o por sus padres, y las normas legales fijaban, a veces, la cuantía de las arras (la décima parte de los bienes del marido, según el Liber Iudiciorum). Todo ello era propiedad de la mujer, aunque lo administrara el marido, y constituía parte de su patrimonio en caso de viudedad. 

			Además, el matrimonio establecía una sociedad de gananciales o «asociación económica temporal» entre los cónyuges, de modo que los bienes obtenidos durante su duración eran de ambos, por mitad, salvo los heredados por uno de ellos y los conseguidos por el marido como salario, sueldo o merced por su actividad profesional. Los hijos eran herederos forzosos en todos los casos y no el cónyuge supérstite que, sin embargo, podía conservar el usufructo de la parte de bienes gananciales correspondiente al difunto e incluso ser su heredero como beneficiario en el quinto o cuota de libre disposición.

			Ambos cónyuges, pero especialmente el padre, ejercían la patria potestad sobre sus hijos, no compartida con otros miembros de la familia. La tutela de hijos menores sólo recaía en otras personas, a menudo parientes, en caso de fallecimiento de ambos progenitores. En los casos de viudedad femenina, la mujer tenía muy limitadas las posibilidades de nuevo matrimonio por la presión y crítica social circundantes, pero podía, a menudo, ejercer mayor control sobre sí misma, su patrimonio y el gobierno de la familia, aunque también caer en la pobreza con mayor facilidad, por falta o escasez de ingresos propios, y así se comprueba en los padrones de población de muchas ciudades bajomedievales.

			Las prácticas sociales en torno al matrimonio variaron según grupos o épocas pero aquí solo es posible exponer algunos ejemplos. En general, se considera que tenía cierta incidencia el reparto de la población por sexos, nunca totalmente paritario: en el siglo xiv —según datos procedentes de algunas regiones Alemania— había más mujeres que varones (110 por 90), situación contraria a la de los siglos xi-xii. Se ha observado también que solía haber poca diferencia de edad entre los esposos y que la edad a la que se solía contraer matrimonio fue algo más tardía en la Alta Edad Media que en tiempos posteriores. En todo caso, más temprana en las mujeres de la nobleza y élites (en torno a los 15 años) y algo más tardía en las clases populares (entre 17 y 20 a finales de la Edad Media). La edad de matrimonio para los hombres solía ser más avanzada, al menos en las ciudades: una media de diez años más que la mujer, según datos procedentes de Florencia: «En opinión de la época, el varón debía alcanzar la plenitud antes de casarse, lo que le permitiría imponer su autoridad en la familia y procrear mejores hijos, mientras que la mujer debía ser entregada muy joven a su esposo, para evitar que se pervirtiera en espera del matrimonio»10, y para que pudiera dar a luz mayor número de hijos como manera de compensar la elevada mortalidad infantil. Según el catasto de Florencia de 1427, la media era de siete hijos, y había matrimonios con ocho a diez. Los periodos intergenéticos sólo duraban de 18 a 21 meses, de modo que «los embarazos ocupaban la mitad de la vida de las mujeres casadas hasta los 40 años»11.

			1.3. La transmisión hereditaria de bienes

			La legislación sobre herencia se solía atener a lo dispuesto en el Liber Iudiciorum (ley dum inlicita) compilación jurídica hispano-visigoda del siglo vii, lo que constituye una notable peculiaridad hispánica, porque permitía dejar más bienes a uno de los hijos. Las cuatro quintas partes de los bienes constituían la reserva, que podía repartirse entre los hijos por igual, una vez descontadas dotes y otros anticipos, pero también podían reservarse los dos tercios de ella para este reparto (legítima), constituyendo con el otro una mejora a favor de uno de los hijos: esta mejora de tercio, que no prevé el Liber Iudicorum, se consolidó en muchos textos jurídicos desde los siglos xii y xiii. La otra quinta parte de los bienes era la cuota de libre disposición, llamada a menudo cuota pro anima porque con ella se atendía a los gastos de enterramiento, memorias religiosas y limosnas del difunto, pero también podía aplicarse alguna parte a aumentar la herencia de un hijo, y lo mismo sucedía con los bienes de ganancia o ganatura obtenidos por el testador en vida, porque tenía libre disposición sobre ellos. Por todas estas vías, y según los casos, podía mantenerse buena parte del patrimonio en poder de un solo heredero.

			La tendencia creciente, en especial entre las aristocracias, llevaba a concentrar el patrimonio en el primogénito, pero el principio de primogenitura se impuso con lentitud aunque se generalizó en la Baja Edad Media, siguiendo el ejemplo de las pautas de sucesión al trono regio ya consolidadas. Para conseguirlo, se emplearon diversos medios. Por una parte, la sustitución total o parcial de la herencia de las hijas por su dote, al contraer matrimonio, o por su entrada en conventos si permanecían solteras: no fueron raros los enlaces matrimoniales endogámicos o con linajes de posición equiparable, de modo que las prestaciones y contraprestaciones económicas se compensaran mutuamente. Por otra parte, la limitación de los matrimonios de hijos segundones, sustituida por el paso a la clerecía, o bien la emigración a otras tierras, la dedicación a la milicia, o la formación de nuevas casas con menor dotación económica inicial. Y, también, la marginación de los bastardos o ilegítimos, discriminados en el seno de la familia y excluidos de la herencia. Aquellos procedimientos se consolidaron y generalizaron aunque cabe suponer —y a menudo así se comprueba— las tensiones internas que provocaron en las familias nobles: odios, revueltas, declaraciones de bastardía.

			Durante la Baja Edad Media, se extendió, especialmente en Castilla, otro procedimiento, el mayorazgo, cuyas formas más antiguas datan de la segunda mitad del siglo xii, su frecuencia aumenta desde finales del xiii y se generaliza entre las casas de la alta nobleza en época Trastámara, a partir de Enrique II (1369-1379), aunque su primera mención legal explícita sólo aparece en las Leyes de Toro (1505). El mayorazgo consistía en «la separación de ciertos bienes de un patrimonio familiar para formar con ellos una masa o unidad a la que se señalaba —contradiciendo el sistema habitual de sucesión— un orden sucesorio especial, basado normalmente en la primogenitura y tendente a que tales bienes se perpetuaran en la misma familia»12. Los bienes integrados en mayorazgo debían permanecer así generación tras generación, porque era precisa la autorización regia para constituirlo o deshacerlo, podía ampliarse con nuevos bienes, con lo que se consolidaban mejoras a favor del titular del mayorazgo que, en realidad, era sólo su usufructuario y gestor, puesto que no podía enajenarlo, sino que lo heredaría su hijo mayor, o si muriera sin hijos, el segundo, y así sucesivamente, con preferencia de varones sobre mujeres13. 

			Por último, había normas de derecho privado que era preciso respetar en los casos de falta de herederos forzosos, o de su equivalente que eran los asimilados a la condición de hijos mediante la institución de la perfiliatio o prohijamiento. Si así sucedía, correspondía al o a los parientes de sangre más próximos, comenzando por los padres, la herencia de los bienes raíces de abolengo, procedentes de los antepasados, en virtud del derecho de troncalidad. Aún en vida, el titular de una tierra de abolengo que quisiera enajenarla debía ofrecerla primero, por el precio fijado, a los parientes a quienes correspondería por herencia —derecho de reserva— o estar sujeto, al menos al derecho de retracto si quisieran ejercerlo.

			2. El reino

			El orden político y jurídico de las sociedades europeas entró en un tiempo histórico nuevo, en muchos aspectos, desde la segunda mitad del siglo xiii, aun manteniendo fuertes lazos con lo construido hasta entonces. Por una parte, se generalizaron doctrinas políticas innovadoras sobre la legitimidad del poder (romanismo, aristotelismo) y comenzó el gran desarrollo de la teoría política en torno a conceptos nuevos y a otros de origen algo anterior, tales como la comunidad política (universitas, res publica), la plenitud del poder real, la licitud del tiranicidio, etc. Por otra parte, se vivió a lo largo de la baja Edad Media una crisis estructural del poder político que fue parte del proceso de cambios del sistema social en su conjunto, y que debe entenderse sin olvidar los elementos informales y abusivos que confluyeron en ella pero, sobre todo, como reajuste del sistema de poder y de la distribución de todos los elementos mediante los que se ejercía de manera expresa y socialmente aceptada: legitimaciones doctrinales y simbólicas, normas e instituciones, jurisdicción y administración, fiscalidad y medios coactivos. Un reajuste y distribución en los que, junto a la monarquía, participaron en diversa medida los grupos dirigentes o «sociedad política»: clero, nobleza, aristocracias locales.

			Ya se ha explicado, en el volumen primero de esta obra14, la evolución cronológica general de aquellos procesos en los reinos hispánicos, con un primer periodo que tuvo como principales actores a Alfonso X en Castilla, Dinis I en Portugal, Jaime II en Aragón, y el cambio dinástico de 1274 en Navarra, y un segundo tiempo que arrancó, siempre con algunos antecedentes, con Enrique II en Castilla, Pedro IV en Aragón durante la segunda parte de su largo reinado, Juan I en Portugal y Carlos III en Navarra. Ahora corresponde exponer con algún detalle los aspectos básicos de las estructuras políticas y sus cambios durante aquellos siglos.

			2.1. Naturaleza, territorio, monarquía

			Los tres elementos que componían el reino como ámbito de poder político guardan una relación estrecha con su orden social. Ante todo, la aplicación de la idea de naturaleza, de origen o adquirida, que hace de los habitantes del reino miembros de la comunidad política porque se entiende como una especie de «vasallaje natural» superior a cualquier otra forma de vinculación del individuo a poderes temporales. En segundo lugar, el territorio, puesto que se alcanzó su estabilidad en la segunda mitad del siglo xiii, después de los últimos ajustes fronterizos entre los reinos hispánicos, y se elaboró una imagen política del mismo mediante se división en circunscripciones eclesiásticas, judiciales, militares, fiscales, etc. que englobaban o superaban las demarcaciones municipales o las señoriales aunque éstas también permanecieron o surgieron durante aquella época.

			El tercer elemento era la monarquía como cúspide del sistema, titular de los instrumentos generales y más importantes de ejercicio del poder, y cabeza o núcleo de una forma de estado o res publica en suyo seno se ordenaban y jerarquizaban todos los demás poderes institucionales y fácticos presentes en el sistema social del reino, y se alimentaba la conciencia de identidad patria. 

			Porque el poder político evolucionó tanto en su concepto como en sus campos y fines de actividad en relación con los cambios del sistema social del que formaba parte. La monarquía era la cúspide y tendió a concentrar más poder, pero no era la única promotora o afectada por los cambios sino que lo fue toda la «sociedad política», que requería tales cambios a través de situaciones frecuentes de desequilibrio, pugna y tensión que dieron forma a la complejidad y las apariencias contradictorias de la vida política cotidiana. Pero los ámbitos de ejercicio y articulación del poder político sobre cuyo control y modificaciones se disputaba no variaron: legislación, ejercicio de la jurisdicción y administración, dominio de los recursos financieros y militares, relaciones exteriores, logro del consenso o aceptación del dominio político por el conjunto de la sociedad concebida como universitas o communitas regni. En este último aspecto, siempre hubo acuerdo, expreso o tácito, entre los titulares de poder político para mantener la continuidad del orden estamental vigente.

			2.2. Ideas políticas

			Los fundamentos ideológicos y doctrinales del poder monárquico expresados en el pensamiento político medieval, se referían a su dimensión religiosa, a su primacía vasallática y estamental, y a su monopolio de los principios jurídicos y políticos expresados por el derecho romano:

			1. En la ideología del poder propia del cristianismo latino medieval, el rey fue una figura religiosa y no solo política, puesto que lo era como vicario o lugarteniente de Dios en el reino para gobernarlo «en cuanto a lo temporal», y su derecho mismo a reinar procedía de la gracia divina, lo que exigía una relación continua entre potestas temporal regia y auctoritas espiritual sacerdotal, en el seno de un sistema común que sólo utilizando un anacronismo se puede definir como relación entre Estado e Iglesia. Las imágenes mentales religiosas sobre el poder real eran un eficaz instrumento de propaganda política en aquellos siglos, reforzadas, a veces, por ceremonias en momentos solemnes como la coronación o los funerales regios, e incluso por creencias de tipo apocalíptico sobre la función de determinadas empresas regias en el advenimiento del fin de los tiempos y el cumplimiento de las promesas de Cristo: así sucedía con el espíritu de cruzada, que despertaba movimientos de emoción difíciles de comprender hoy.

			El pensamiento religioso rodeaba a la institución monárquica de atributos morales de perfección y consolidaba, al mismo tiempo, las teorías organicistas sobre la sociedad y su gobierno, al imaginarla como un cuerpo cuya cabeza era el rey, así como Cristo es cabeza del cuerpo místico de la Iglesia. La defensa y conservación del «cuerpo social» así dispuesto era, desde luego, un supuesto previo e indiscutido de la acción política.

			2. La idea de la realeza, en sus orígenes germánicos, concebía al monarca a la vez como jefe militar frente a adversarios exteriores y hacedor de justicia, obligado a mantener Justicia y Paz para sus aristócratas y su pueblo, comprometido en la protección del status social y las libertades de cada grupo. Siglos después, la pirámide de relaciones feudo-vasalláticas, en cuya cúspide estaba el rey. proporcionó una articulación nítida y estable a estos principios, que continuaron vivos en el seno de los estados monárquicos bajomedievales: es, en definitiva, la raíz del pactismo aragonés y catalán, expresado en leyes y constituciones dadas ante las Cortes y en el autogobierno municipal, y también en Castilla, dentro de un modelo de mayor poder efectivo del rey, mediante los juramentos regios de respeto a libertades, exenciones y privilegios, y la doctrina del contrato callado, que mencionan textos del siglo xv.

			3. No se debe minusvalorar la herencia de situaciones anteriores, perceptible todavía a finales de la Edad Media: no había triunfado aún la diferenciación clara entre poder político y otras formas de poder, porque en la antigua práctica feudo-vasallática el primero no se diferenciaba por completo en el seno de un conjunto más amplio de relaciones sociales y expresiones ideológicas: por una parte, poder político y formas de dominio socio-económico estaban ligadas entre sí directa y visiblemente, lo que explica la naturalidad con la que, en aquel sistema, se aceptaban las desigualdades jurídicas y las calidades diversas de individuos y grupos, principio muy ajustado, por otra parte, a las doctrinas funcionalistas sobre los órdenes y las jerarquías sociales. Y así se explica también la persistente realidad o, al menos, la tendencia a una adaptación del campo de ejercicio del poder político a los mismos espacios y agentes que ejercen el socio-económico.

			A estos principios de fragmentación vino a unirse el hecho de que el Estado monárquico en desarrollo no concibió la división de poderes, puesto que todos radicaban en el rey, aunque es cierto que progresó en la especialización práctica de funciones en unas u otras instituciones administrativas, pero también se mantuvieron situaciones de superposición y multiplicidad de atribuciones, pactos y jurisdicciones a la hora de ejercer poderes políticos sobre los mismos espacios y poblaciones, lo que generó complejidad e incluso confusión, entonces para los gobernados y hoy para los historiadores.

			4. Sin embargo, a partir de mediados del siglo xiii el hecho predominante fue el paulatino renacimiento de la noción y realidad del Estado como forma más compleja y perfecta de organización del poder político, en un proceso que se desarrolló a lo largo de varios siglos, en general en el marco de las monarquías, y que no destruyó sino que, a menudo, se apoyó también en los elementos de origen anterior ya descritos, de modo que se respetó el principio de agregación jerarquizada de poderes en torno a una cúspide que ordenaba el conjunto en todo el reino.

			Los elementos principales para recuperar el concepto de res publica como ámbito de la acción política procedieron del estudio del Derecho romano tardío, desde mediados del siglo xii, y de la Política de Aristóteles, desde el último tercio del xiii, donde se afirmaba claramente que la organización política de la sociedad tenía un carácter natural, al margen de cualquier justificación o connotación externa a ella misma. Ambas corrientes doctrinales confluían en el apoyo a la recuperación del carácter público del poder político, considerado como «espacio autónomo y diferenciado, dotado de una legitimidad propia»15, frente a otras fuentes y formas de poder. La glosa eclesiástica a estos principios, a partir de Tomás de Aquino y Egidio Romano, insistió en la noción de bien común, e insertó la ley positiva —que era el resultado de ejercer el poder político y, al mismo tiempo su límite habitual y su instrumento de acción— en una necesaria armonía con la ley natural y la ley divina como fundamentos de todo el orden social.

			Estas corrientes de ideas tuvieron un peso creciente, especialmente en Castilla a partir de Alfonso X (1252-1284). Destaca la afirmación de la maiestas regia: los delitos contra el rey lo son de lesa majestad (lesae maiestatis), y la superioridad o mayoría reconocida a su justicia y poder era ya una afirmación implícita de su soberanía, plasmada también en los tratamientos ceremoniales exclusivos de la realeza, como eran los títulos de Alteza —que fue el empleado por los reyes— y Majestad, mencionado más en Aragón que en Castilla antes de 1517. Es fundamental, igualmente, el reconocimiento de la plena y exclusiva capacidad del rey para promulgar leyes: el rey encarna la ley y, en casos extraordinarios, está por encima de las leyes positivas ordinarias (a legibus solutus) aunque esa potestad absoluta no se refiere a las leyes divina y natural, que son superiores. En tercer lugar, es exclusivo del poder real el ejercicio de los regalia: acuñación de moneda, fiscalidad, ordenación general del territorio, fijación de las fronteras y dominio de las costas y puertos, protección de caminos y tráficos, fijación de lugares de comercio (ferias, mercados). Y, no menos importante, mantenimiento de la paz pública y ejercicio en exclusiva de las relaciones exteriores contando con los recursos militares y diplomáticos precisos: eran manifestaciones de un implícito «monopolio de la violencia» que ya existía a finales de la Edad Media, si bien de manera imperfecta.

			Así, el simbolismo del poder político supremo, se encarnaba plenamente en la institución regia, en el rey como señor natural de todo el territorio y los habitantes del reino, y sobre todos aquellos fundamentos se basaban y ejercían los poderes y funciones del rey: legislar, hacer justicia y paz, defender y acrecentar el reino como «heredad» o «patrimonio». A partir de ellos se entiende mejor también el significado de la exaltación de su persona, que se desarrolló especialmente en la Casa y Corte mediante el uso de símbolos e insignias del poder, ceremoniales y oficios cortesanos ya bastante complejos, porque se referían a la conocida imagen de los dos cuerpos del rey, cuyo poder no era tanto personal, referido a su sola existencia física, como de gestión y representación institucional, vinculado a su cuerpo político-simbólico, que era el auténtico sujeto a exaltar. Por eso, fue fundamental también ordenar la transmisión hereditaria en el seno de la dinastía y, a la vez, potenciar la concepción de los reinos unidos como heredad, especie de mayorazgo indisoluble, que debía ser objeto de protección y defensa permanentes por los sucesivos reyes, para mantenerlo y, si llegaba el caso, aumentarlo, pero nunca para disminuirlo o menoscabarlo.

			Aquel conjunto de ideas y tendencias políticas está presente, de diversas formas, tanto en los tratados doctrinales y otros escritos como en la misma acción de gobierno. Entre los primeros, Las Partidas de Alfonso X de Castilla fueron un texto de gran influencia, objeto de diversas glosas a lo largo de los siglos xiv y xv. También, la obra de algunos juristas eminentes en el ámbito aragonés o catalán del siglo xiii (Pere Albert, Ramon de Penyafort). Se conocía, igualmente, a los clásicos altomedievales, entre los que se contaba Isidoro de Sevilla, y a los autores europeos de los siglos xii al xiv (Juan de Salisbury, Tomás de Aquino, Egidio Romano, Dante, Petro Della Vigna, Marsilio de Padua, Bartolo, Baldo degli Ubaldi…). Entre los autores hispánicos dignos de mención por la audiencia o los lectores que tuvieron, aunque no tanto por su originalidad se cuentan Gil de Zamora, preceptor de Sancho IV de Castilla (De preconiis Hispaniae), Ramon Llull y, ya en el siglo xiv, don Juan Manuel (Libro de los estados), el portugués Álvaro Pelayo (Speculum Regum), Juan García de Castrojeriz, traductor y comentarista de Egidio Romano, el infante don Pedro de Aragón (Tractatus de vita, moribus et regimine principum) y Francesc Eiximenis (Regiment de princeps e de comunitats). En el siglo xv, entre otros, el obispo burgalés Alonso de Cartagena, Rodrigo Sánchez de Arévalo (Vergel de príncipes; Suma de la política), Diego de Valera (Doctrinal de príncipes), Gómez Manrique (Regimiento de príncipes), fray Iñigo de Mendoza (Dechado de regimiento de príncipes), el gran jurista Alfonso Díaz de Montalvo y otros autores del tiempo de los Reyes Católicos.

			2.3. Pactismo y absolutismo

			Hubo dos modalidades teóricas de desarrollo en el proceso de construcción de aquellas formas nuevas de estado monárquico, pero ambas se manifestaron en la práctica a menudo de manera sucesiva o contradictoria. Una fue la pactista, basada en el reparto de poderes y funciones efectivas entre rey y reino; ésta último se configura en estamentos —clero, nobleza, estado llano— que actúan unidos en Parlamentos o Cortes, o separadamente, siempre bajo el dominio de grupos sociales dirigentes, verdadera «sociedad política» que emerge sobre el conjunto de la «sociedad civil». En aquellas condiciones, la monarquía tuvo escasa capacidad para el cambio político y la iniciativa correspondía más a los poderes estamentales del reino, que atendieron, sobre todo, a la defensa de sus propias libertades y privilegios.

			La otra modalidad condujo al absolutismo regio, a la superación del reparto de poderes con los estamentos y a su concentración en la monarquía, dueña de la soberanía o de la «preeminencia y señorío real absolutos» —según se lee en documentos castellanos del siglo xv—, pero esto no contradecía la efectiva supremacía social y política de los poderosos porque los componentes de la «sociedad política» actuaban o bien integrados en el poder real, mediante el ejercicio de oficios y cargos dependientes directamente del rey, o bien como titulares de poderes o administraciones de carácter subordinado y limitado dentro del marco del estado monárquico, como podían ser los señoriales y los municipales.

			De ambos modelos hubo manifestación concreta en los reinos españoles bajomedievales pero importa señalar que los dos —el pactista y el absolutista— tuvieron rasgos y atendieron a problemas semejantes en los procesos de modernización del poder político. La monarquía encarnó siempre «la idea emergente de estado», como lo demuestran las atribuciones que le reconocen las leyes, o la temprana aplicación del principio de inalienabilidad de la Corona, de tal forma que no pudieran enajenarse o menguarse reinos, derechos y poderes reales salvo por «grandes e justas causas», como se lee en las actas de las Cortes castellanas de 1476, y también el monopolio regio en el ejercicio de las relaciones exteriores así como la atribución del principio de soberanía exclusivamente a los reyes que, además, proclamaban su no reconocimiento de «superior en lo temporal».

			En ambos casos —el pactista y el absolutista—, aunque por caminos propios de cada caso, fue preciso renovar el sistema de relaciones entre la monarquía, los poderes ejercidos por los diversos sectores de la «sociedad política», y el reino en su conjunto, hallar, en suma, un nuevo equilibrio tanto en las bases doctrinales del poder como en sus medios institucionales. En este último aspecto, los grandes retos a superar por la monarquía fueron la renovación y mejora de sus medios de acción jurisdiccional, política y administrativa, el disponer de recursos financieros y militares más potentes, y la elaboración de un sistema nuevo de relaciones exteriores.

			2.4. Los poderes del rey

			Los ámbitos en que se ejercía el poder regio eran semejantes en todos los reinos: el mando militar, la capacidad para declarar guerra y paz y llamar a las armas a los súbditos, la facultad superior de hacer justicia, y también de acordar medidas de gracia o perdón, eran atributos característicos del rey medieval. De ellos derivaban las funciones judiciales, gubernativas y administrativas concretas que ejercía el monarca, u otros en su nombre, y por eso tenía derecho el rey a percibir determinadas rentas y derechos fiscales como poder público eminente.

			Además, en la baja Edad Media, el rey había recuperado la capacidad legislativa, volvía a ser lex animata, según la idea romanista: en Castilla, sólo él tenía poder para promulgar o derogar leyes, como recuerda el Ordenamiento de Alcalá de 1348, y lo ejercía ante las Cortes o bien mediante la promulgación de ordenamientos y pragmáticas. En Aragón y en Navarra, las Cortes tuvieron cierta capacidad co-legislativa aunque el monarca conservó en exclusiva la capacidad de promulgar las leyes. ¿Podía el rey ir más allá de las leyes?: en la versión absolutista de su poder, no en la pactista, así era porque, como expresaba el principio romano, princeps legibus solutus est y podía actuar, en casos extraordinarios, por su propia voluntad y criterio (motu proprio et ex certa scientia) haciendo uso de su potentia absoluta, que iba más allá de su potentia ordinata ejercida bajo la dirección de unas leyes (vis directiva) que, sin embargo, no tenían fuerza coactiva (vis coactiva) sobre su poder en todos los casos.

			El poder eminente del rey se manifestaba igualmente en el ejercicio de otros derechos soberanos, iura regalia o regalías definidos por el Derecho romano tardío: eran de la monarquía las minas y salinas, los bosques, pastos y tierras incultas, cuya posesión no se había asignado a otras instituciones o a particulares, lo mismo que la caza y la pesca en aquella misma situación. También era prerrogativa regia la regulación de algunos aspectos de la vida económica tales como la acuñación de moneda, la autorización para celebrar ferias y mercados, la seguridad en los caminos públicos … en definitiva, eran manifestaciones de su capacidad para mantener justicia y paz.

			La manifestación práctica más clara del creciente poder regio fue el desarrollo, complejidad y madurez cada vez mayores de una administración pública que actuaba en su nombre y a su servicio. Fueron realidades comunes a todas las monarquías de la Europa occidental y se desarrollaron contemporáneamente en todas ellas durante aquellos siglos, pero sus rasgos y manifestaciones concretas fueron peculiares de cada una. En todos los casos, las novedades bajomedievales tuvieron gran importancia y dieron su perfil a la organización político-administrativa de los reinos durante siglos.

			Hay que conocer los principios que inspiraron aquel modelo de administración para entender mejor su funcionamiento. El primero era la no separación de poderes sino su interrelación, de modo que un mismo órgano institucional podía ejercer funciones que eran de suyo diferentes «como “gobernar” y “juzgar”, sin que ello implique confusión en la percepción de la distinta naturaleza jurídica de las funciones». Segundo, «flexibilidad» de las instituciones, que no tienen «estatutos delimitadores de sus abanicos competenciales en forma que pudiesen resultar un obstáculo para la libre y rápida adjudicación de nuevas tareas, o modificación de las antiguas, según la conveniencia política libremente estimada» por el rey, y cierto nivel de discrecionalidad en la aplicación de las normas, aunque hubo un esfuerzo muy notable para dotar a cada oficio o institución de ordenanzas que regularan claramente sus actividades. Tercero, «doble comunicación entre súbditos y corona»: ordinaria, a través de las instituciones servidas por oficiales públicos, y extraordinaria o directa, mediante la presentación de memoriales y cartas, o incluso actuando en servicio regio «prescindiendo de las estructuras administrativas», aunque esta fue una situación insólita y, casi siempre, condenable, sobre todo si no había tenido éxito en la consecución de sus objetivos políticos16.

			Los cambios ocurridos en el sistema jurídico correspondieron a los de las instituciones de gobierno y a la evolución de las formas y fines de la acción política. Como «las perspectivas normativas y las institucionales son inseparables», es imposible estudiar los órganos de gobierno y administración sin conocer cuales eran las normas legales que regulaban sus actuaciones y, a la vez, los principios que inspiraron la actividad legislativa de los monarcas.

			El sistema jurídico bajomedieval se fundaba en el Derecho Común, compuesto por muchos elementos de derecho romano tardío, otros de derecho canónico, algunos elementos de derecho feudal y normas de derecho mercantil. En los reinos españoles se extendió desde mediados del siglo xiii, a través de la enseñanza universitaria, y se utilizó como derecho supletorio de las leyes propias de cada reino. Sobre todo, inspiró la doctrina jurídica, las sentencias judiciales y, en gran medida, la promulgación de tales leyes concretas, aunque sobre éstas también pesaron las tradiciones del reino.

			Así, aunque los antiguos fueros locales entraron en decadencia en Castilla ante leyes de aplicación general en reino, se siguió considerando que fueros y estatutos u ordenanzas locales formaban parte del derecho natural, aunque su aplicación estaba subordinada o complementaba la de la legislación general emitida por los reyes. Por el contrario, muchas costums locales catalanas y fueros en Aragón y Navarra mantuvieron un uso más pleno: así, en Cataluña, en1409, se fijó la prelación en la aplicación de normas situando en primer lugar a los Usatges y Constitucions de Cortes, en segundo a las Costums locales, y, como supletorio, el Derecho Común.

			Lo más importante en aquellos siglos fue la promulgación de derecho territorial por los reyes o, también, la recopilación de normas que tenían ese mismo alcance general. En Castilla, fue fundamental la obra legislativa de Alfonso X (Setenario. Especulo. Partidas. Fuero Real), así como la de sus sucesores ejercida en Cortes (Ordenamiento de Alcalá, 1348. Leyes de Toro, 1505) o fuera de ellas: a finales del siglo xv, Alfonso Díaz de Montalvo llevó a cabo una compilación —son las Ordenanzas Reales de Castilla— y los Reyes Católicos ordenaron su uso por las administraciones públicas, a la vez que hacían imprimir en 1503 las Pragmáticas que ellos mismos habían promulgado. En Portugal fue el camino recorrido desde el Livro das Leis e Posturas, del siglo xiv, y las Ordenaçôes de D. Duarte hasta las mucho más amplias y completas Ordenaçôes Afonsinas, de Alfonso V, y las Ordenaçôes Manuelinas de comienzos del siglo xvi. En Navarra y Aragón se procedió desde mediados del siglo xiii a efectuar compilaciones de derecho territorial (Fuero General de Navarra. Código de Huesca recopilado por Vidal de Canyellas) o de jurisprudencia (Observançias de los Justicias Mayores de Aragón), y en Cataluña se completó la puesta por escrito de los Usatges feudales, completados por las Conmemoracions que compiló el jurista Pere Albert y, más adelante, por las leyes promulgadas en Cortes (capitols, constitucions). En el reino de Valencia, el derecho local otorgado a su capital por Jaime I a partir de 1240 se extendió paulatinamente al conjunto del territorio, de modo que los Furs o Código de Valencia pueden considerarse derecho territorial.

			2.5. Las instituciones de la Casa y Corte del rey

			No es propio de este libro exponer un cuadro institucional detallado pero hay que disponer de algunas referencias básicas que ayuden a entender mejor muchos aspectos de historia social. Lo más relevante en el despliegue del poder regio fue la organización cada vez mejor de la Casa y Corte, promoviendo la especialización o creación de oficios diversos. Los reyes consideraron que reorganizar su Casa era una manera efectiva de afirmar y ampliar sus atribuciones, y así lo hicieron, por ejemplo, Alfonso X de Castilla en las Partidas, Jaime II de Mallorca y, pocos años después, Pedro IV de Aragón en sus Ordinacions de 1344.

			La Corte fue «centro del poder real, sede de las instituciones centrales de gobierno, y espacio dominado por una élite al servicio del rey»17, especialmente útil para caminar hacia «un sistema de gobierno centralizado, pero también influido —como todo grupo social en aquel tiempo— por los lazos de sangre y clientelismo, y mediatizado por las distintas personalidades intermedias que controlaban las instituciones cortesanas siguiendo pautas no formalizadas y basadas en la confianza y el secreto». Además de gobernar, aquella «sociedad cortesana» ejerció otra función de gran importancia porque fue el crisol donde se elaboraron modelos culturales y pautas de conducta que inspiraron los ideales y formas de vida de las élites políticas en su proceso de diferenciación respecto al resto de los grupos sociales.

			Muchos oficios de la Casa Real tuvieron un ámbito de acción más bien doméstico y privado aunque sus titulares podían alcanzar gran influencia política, como sucedía con el Camarero Mayor. Otros, en cambio, ejercían funciones que hoy consideraríamos públicas, como el Mayordomo Mayor en Castilla, que dirigía el control y gestión de la Hacienda real, aunque desde el último tercio del siglo xiv la mayoría de las funciones efectivas pasaron a manos de los Contadores Mayores; o el Almojarife Mayor, tesorero del rey, oficio que desapareció antes de 1400 sustituido por tesorerías parciales. En Aragón, la gestión hacendística corría a cargo, desde 1283, del Maestre Racional, secundado por un Bayle General para cada reino, tesoreros y escribanos de ración. En Navarra, destacó la buena organización del tribunal de cuentas o Cámara de Comptos, plenamente formado en 1365.

			Dentro de la Corte, la Cancillería evolucionó mucho en todos los reinos desde sus orígenes en el siglo xii. El Canciller Mayor era el primer oficio del reino: en Castilla, correspondía al arzobispo de Toledo, y los cuatro Notarios Mayores eran siempre altos nobles. Al lado de estos oficios de honor, y de los documentos solemnes que expedía la Cancillería, había muchos más que el rey sellaba con sello menor o de Corte, también llamado de la paridad o secreto, y que escribían oficiales de su confianza, los secretarios en el siglo xv, por los que acabó pasando la mayor parte del gobierno cotidiano del reino.

			Las funciones religiosas estaban a cargo de la Capilla Real. Además, los capellanes reales, así como el o los confesores del rey y otros clérigos presentes o vinculados a su Casa y Corte formaban un grupo con importante peso político y eclesiástico, que proveía a menudo candidatos al episcopado y otros altos cargos eclesiásticos, consejeros reales y otros oficios y servicios cortesanos diversos.

			La Corte regia dispuso también de órganos jurídicos especializados. Alfonso X creó en Castilla el oficio de Justicia Mayor o Sobrejuez de corte, así como los de Alcaldes de Corte, que juzgaban casos especialmente relativos a la ruptura de la paz y la seguridad interiores. Además, a mediados del siglo xiv existía ya un tribunal colegiado, la Audiencia, cuya composición se describe en sucesivas ordenanzas, entre 1371 y 1489: la Audiencia se dividía en salas de lo civil, a cargo de oidores, y de lo penal, donde actuaban alcaldes, y fue un organismo técnico de gran importancia, compuesto por juristas profesionales. Debido a su complejidad, se sedentarizó antes que el resto de la Corte: Valladolid fue su sede en el siglo xv y, en tiempo de los Reyes Católicos, se desgajó una sección para Galicia, con sede en La Coruña, y una segunda Audiencia para los casos ocurridos en la mitad sur del reino, que se instaló en Granada desde 1505. Como la Audiencia custodiaba los sellos mayores de la Cancillería, recibió también el nombre de Real Chancillería, lo que hoy puede inducir a error.

			El desarrollo de la justicia de Corte en los reinos de la Corona de Aragón y en Navarra fue muy semejante, con la actuación de jueces especializados desde finales del xiii y de la Audiencia Real en la segunda mitad del xiv, distinta para cada miembro de la Corona de Aragón. Además, en el reino de Aragón, y sólo en él, se consolidó una magistratura original que juzgaba los litigios entre nobles o entre ellos y el rey, llamada Justicia Mayor de Aragón desde 1265; el oficio era vitalicio e inamovible y tuvo un espacio jurídico propio, al margen del atribuido específicamente al rey, capaz incluso de frenar la acción política regia si entendía que iba contra las leyes del reino, especialmente las relativas a la nobleza, de modo que el Justicia Mayor se convirtió a veces en el mayor obstáculo para que los reyes pudieran modificar las relaciones de poder establecidas.

			La situación portuguesa fue semejante, aunque con denominaciones distintas: hubo una Casa da Justiça da Corte —llamada Casa da Suplicaçâo desde mediados del siglo xv— para entender en las apelaciones de causas criminales, salvo las de Lisboa, y de los pleitos civiles de la provincia donde estuviera el rey, con unos Desembargadores do Paço desde mediados del xv también, con autonomía en «las materias de gracia que tocaran a la justicia». Había también una Casa do Civel fija en Santarém y luego en Lisboa, para apelaciones de pleitos civiles, y una Audiéncia da Portaria destinada a librar querellas sobre la Hacienda real y sobre judíos y moros, que estaban bajo la personal protección del rey.

			También eran cargos de Corte, aunque ejercieran funciones fuera de ella, el Alférez, sustituido desde finales del xiv por el Condestable, jefe del ejército real, y el Almirante, oficio creado en Castilla en 1254, que dirigía la flota real y ejercía en nombre del rey la jurisdicción en asuntos marítimos. En Aragón lo hubo desde aquellos mismos años y en Portugal antes de que acabara el siglo.

			Y, sin abandonar el ámbito de la Corte, es preciso aludir a una institución fundamental, el Consejo Real, evolución de la antigua Curia Regia, llamado a convertirse en el instrumento principal de la gobernación del reino en Castilla, donde sus orígenes se remontan a tiempos de Fernando III (1217-1252) aunque sólo se fijó su composición en 1385 (cuatro prelados, cuatro caballeros y cuatro ciudadanos), así como sus atribuciones: tratar todos los asuntos del reino, salvo los concernientes a la Casa Real, a la Audiencia, a los delegados territoriales del poder real, así como las cuestiones de gracia o merced y privilegio real, que el rey mismo resolvería en su Camara. Un siglo después, en tiempos de los Reyes Católicos, el Consejo de Castilla, presidido por un obispo, con tres caballeros y ocho o nueve letrados, era ya la mejor expresión del poder de la monarquía: un órgano técnico, dividido en secciones, que se convirtieron a veces en Consejos especializados; allí se coordinaba toda la acción administrativa del reino y, además, el Consejo actuaba como tribunal supremo en nombre del rey.

			El Consejo Real tuvo orígenes semejantes en Navarra y en la Corona de Aragón pero no alcanzó la misma importancia que en Castilla, debido a las funciones, mucho mayores, que ejercían las instituciones de cada reino y las municipales. Las Ordinacions de Pedro IV lo definen como un órgano integrado por los principales oficiales de la Casa Real, bajo la presidencia del Canciller, con funciones de coordinación administrativa y de alta justicia. Fernando el Católico creó en 1494 un nuevo Consejo de Aragón, en la Corte, para tratar de todos los asuntos, en relación o correspondencia con los Virreyes o Lugartenientes Generales de cada país miembro de la Corona, pero se trata de un órgano distinto al Consejo Real de raíz medieval.

			2.6. Las instituciones territoriales

			Así, a finales del siglo xv, la administración regia central o palatina había llegado al término de una evolución que comenzó a mediados del xiii, y había puesto en funcionamiento instituciones capaces de ejercer con regularidad y eficacia el poder real en sus diversos aspectos —judiciales, administrativos, financieros, militares— aunque de manera más efectiva en Castilla que en Aragón o en Navarra. Pero, en todos los casos, la presencia de la administración regia dependía también de delegados territoriales o locales del poder real con capacidad para actuar y, en este terreno, los progresos fueron más lentos y desiguales porque los reyes topaban con poderes políticos que, aunque fueran de rango inferior, tenían capacidad para resistir o condicionar el de los delegados regios, si llegaba el caso, o bien para cumplir ellos mismos funciones administrativas, hacendísticas y militares en nombre del rey, tanto los municipios de realengo en su ámbito como los nobles en sus señoríos jurisdiccionales. En general, los reyes adoptaron procedimientos mixtos que, salvaguardando la superioridad de su propio poder, repartían las competencias efectivas según las circunstancias locales.

			Así, en Castilla, las altas funciones militares y judiciales corrían a cargo desde mediados del xiii de Adelantados Mayores de grandes circunscripciones (León, Castilla, Andalucía, Murcia) o, a veces, de Merinos Mayores, sólo en el plano judicial, y, en el siglo xv, los Corregidores reales presidían y controlaban los gobiernos municipales. La itinerancia de la Corte real castellana añadía otro factor de presencia en muchas regiones del reino. Dinis I (1279-1325) dividió a Portugal en seis provincias, a cargo de corregidores reales con atribuciones judiciales y administrativas; a veces la Corte enviaba también Adiantados y Regedores de condición noble. Navarra estaba dividida en merindades —al igual que Castilla al norte del río Duero—, Aragón en juntas o agrupaciones de municipios, pero sólo a efectos de orden público. En Cataluña y Mallorca, la circunscripción territorial básica era la veguería y el Valencia el justiciazgo. Pero en aquellos reinos había además capitales reales fijas, suficientes para controlar desde ellas territorios mucho más reducidos que el castellano: Pamplona, Zaragoza, Barcelona, Valencia, Mallorca. Y en ellas podían residir delegados permanentes del poder real; así, en la Corona de Aragón debido a la diferente organización política de cada uno de los países y a la imposibilidad de que el rey estuviera presente a la vez en todos, de manera que nombraba Procuradores y Gobernadores Generales desde el siglo xiv, con facultades administrativas y judiciales, y en el xv se superpusieron a ellos Lugartenientes Generales, cuya capacidad política era mayor, e incluso Virreyes.

			En cualquier caso, con mayor o menor fijación en capitales, la administración territorial regia tropezó con limitaciones que sólo en parte pudo salvar. Entre ellas, la resistencia o, al menos, la vitalidad política de núcleos regionales y de otros niveles de poder, el imperfecto conocimiento del país, de sus habitantes y recursos, aunque se hicieron grandes progresos en este aspecto, la dificultad para conservar bien y manejar ágilmente los registros documentales, las cuentas y demás escrituras producidas por la administración. En suma, situaciones que llevaron a más de un rey a poner límites a la «centralización» cuando se demostraba que no era eficaz o que la burocracia en auge mediatizaba el poder regio.

			2.7. Recursos hacendísticos y militares

			Un efecto principal de la concentración de poder que consiguieron las monarquías bajomedievales fue la acumulación de recursos hacendísticos mediante una especie de «revolución fiscal» cuyo conocimiento es indispensable, además, para entender mejor porqué evolucionó de manera distinta la definición y ejercicio del poder real en Castilla, por un lado, en Aragón y Navarra, por otro.

			En todas partes, los antiguos derechos y pechos que habían alcanzado su apogeo en los siglos xii y xiii, perdieron importancia en términos relativos aunque no llegaron a desaparecer. Las monarquías consiguieron nuevos recursos, mucho más abundantes y seguros aplicando el principio moderno según el cual todo el territorio y la población dependían principalmente del rey. Así surgieron los impuestos directos sobre los naturales del reino, negociados en las Cortes y pagados por todos los no privilegiados, y las contribuciones indirectas, de pago universal, sobre la circulación, el comercio y el consumo de bienes. Lo que creó situaciones diferentes, a partir de esta base común, fue la manera de definir aquellos tributos, ya como ordinarios ya como extraordinarios, y, sobre todo, la manera de gestionar la recaudación y el gasto.

			Los reyes de Navarra y la Corona de Aragón conservaron el control de las antiguas rentas y derechos del patrimonio real, cada vez más disminuidos, pero los nuevos ingresos extraordinarios dependieron de la concesión por las Cortes que, además, especialmente desde mediados del siglo xiv, los recaudaban y administraban de manera que el rey los emplease en los fines para los que habían sido otorgados, de modo que toda la política monárquica, en especial las empresas bélicas, quedaba condicionada, y resultaba muy difícil la financiación de cambios en la estructura e instituciones del poder regio. Aquellos recursos extraordinarios procedían en parte de impuestos directos cobrados por hogares (fuegos, fochs) y en parte de contribuciones indirectas sobre el tráfico y consumo de mercancías (generalidades aduaneras, sisas aragonesas y alcabalas navarras sobre las compraventas). Como su cobro llegó a ser continuo, se estableció un mercado de deuda pública (censales) controlado por las Cortes a través de su comisión permanente o Diputación del General, y también por muchos municipios, para disponer en todo momento de la liquidez necesaria.

			En Castilla, los reyes mantuvieron siempre el control sobre el nuevo sistema fiscal, que se puso a punto entre el último tercio del siglo xiii y comienzos del xv. Bajo Alfonso X nacieron los servicios extraordinarios concedidos por las Cortes desde 1269, que se convirtieron en uno de los pilares de la Hacienda regia. Además, aquel rey organizó las aduanas, estableció otro servicio sobre el ganado trashumante y comenzó a tomar de manera regular rentas de origen eclesiástico (tercias reales, décimas). Alfonso XI generalizó el cobro de las alcabalas sobre la compraventa de mercancías desde 1342, reformó el cobro de la renta de salinas y recuperó los montazgos cobrados por el uso de pastos en tierras públicas. Los primeros reyes de la casa de Trastámara, de Enrique II a Enrique III (1369 a 1406) pusieron a punto los órganos administrativos, las instituciones y las normas necesarias para la gestión del nuevo sistema de impuestos que, además de proporcionar un volumen de ingresos suficientes, aseguraba a los reyes una notable libertad de acción, porque en su mayor parte eran impuestos y contribuciones arrendados en subasta a compañías privadas, que pagaban sumas conocidas de antemano, y, sobre todo, porque apenas había control externo sobre el empleo de los recursos, ya que las Cortes nunca tuvieron atribuciones al respecto, y tanto los grandes nobles como los aristócratas locales, que eran los principales beneficiarios del gasto regio, podían discutir sobre el reparto pero no sobre las características de la nueva Hacienda regia. La debilidad de las Haciendas o rentas propias de las jurisdicciones señoriales y municipales prueba el triunfo del nuevo estado monárquico en Castilla donde, además, los reyes osaban intervenir de manera habitual en el opulento dominio de las rentas eclesiásticas.

			La nueva fiscalidad portuguesa se basó en sisas generales, equivalentes a las alcabalas castellanas, desde el reinado de Fernando I (1367-1383), fijas desde 1384: a comienzos del xv proporcionaban en torno al 74 por 100 de los ingresos ordinarios. Los extraordinarios procedían de los pedidos, otorgados habitualmente por las Cortes a solicitud regia. El arrendamiento era la forma de gestión más frecuente, y los reyes obtuvieron también de Roma, en ocasiones, la décima de las rentas eclesiasticas.

			Buena parte de los recursos financieros obtenidos tenían que emplearse en el aumento de la actividad y de los gastos militares que fueron característicos de la baja Edad Media. El poder monárquico en auge necesitó nuevas fuentes de reclutamiento y prestaciones militares para llevar adelante guerras o alardes de fuerza que afianzaban su misma identidad, sus fronteras y su exigencia de monopolizar la violencia, controlando tanto los medios para ejercer justicia e imponer la paz como los que permitían guerrear.

			La capacidad militar de los reyes en Aragón era menor porque no disponían de los recursos ordinarios precisos para financiar guerras ofensivas y los extraordinarios estaban bajo el control de las Cortes. Pero en Castilla, la masa mucho mayor de medios disponibles y las posibilidades del sistema fiscal permitieron a los reyes contar con notables recursos militares, aunque se mantuvo su organización tradicional hasta finales del siglo xv.

			La defensa y control del territorio, especialmente de las fronteras, se basaba en los castillos cuyo mantenimiento corría a cargo o bien del rey y los municipios de realengo, o de las Órdenes Militares, o de los nobles: el gran aumento de los señoríos nobiliarios conllevó la construcción de numerosos castillos en los siglos xiv y xv, generalmente en zonas antes peor defendidas. En tiempo de guerra, los gastos aumentaban muchísimo, para pagar a las tropas que el rey movilizaba en todo el reino haciendo uso de su poder de convocatoria, de modo que acudían los señores con sus mesnadas, los hidalgos y caballeros, y los municipios con sus huestes de vecinos. A ellos se añadían los cuadros de mando, procedentes de la Corte regia, la propia mesnada de vasallos del rey y, ya en el siglo xv, algunas capitanías de caballería, pero el paso decisivo para formar un ejército real permanente sólo se dio en Castilla desde 1482 a 1508, al aumentar los reyes el número de capitanías de hombres de armas y jinetes, añadir unidades de infantería de ordenanza, y establecer los primeros parques de artillería. Por el contrario, las armadas o fuerza naval, cuyo sostenimiento era muy costoso, siguieron formándose sólo cuando era preciso, con barcos arrendados y adaptados para la guerra.

			2.8. Las Cortes

			Desde mediados del siglo xiii, al mismo tiempo que crecía la autoridad regia y tomaba forma el estado monárquico, ocurrió la plena maduración política de los tres órdenes o estamentos del reino, como componentes del cuerpo social dotados de identidad y capaces de participar e influir en el poder. Es la mejor demostración de que los impulsos de cambio venían de la sociedad misma en transformación y no sólo de la monarquía, que los expresaba y encauzaba pero con el concurso o la competencia de los sectores sociales dotados de poder político. En próximos capítulos se explica cuáles y cómo fueron las relaciones entre el poder real y el de cada uno de los elementos de aquellas minorías que emergían del seno de la sociedad pretendiendo representar a sus tres estados: dirigentes eclesiásticos, altos nobles, aristocracias ciudadanas. Ahora es preciso presentar al órgano en el que podían actuar conjuntamente, es decir, los parlamentos o Cortes, que alcanzaron su madurez desde mediados del siglo xiii y fueron instituciones fundamentales en la demanda y articulación de los cambios que ocurrieron en la constitución política de los reinos bajomedievales porque se entendía que representaban a la comunidad del reino y ejercían la defensa de los iura regni, que el rey administraba pero no podía enajenar o menoscabar, y que en ellas se hacía realidad la aplicación política del principio según el cual lo que concernía a todos, por todos debía ser discutido y aprobado (quod omnes tangit ab omnibus tractari et approbari debet).

			Al estudiar cuál fue la importancia de las Cortes en la estructura política de cada reino, se consigue una especie de síntesis sobre todos los aspectos de las relaciones entre la monarquía y los sectores de la sociedad dotados de poder. Su génesis fue precoz en León y Castilla, donde hay mención a representantes de ciudades en la Curia Regia desde 1188. Surgieron algo después en Cataluña (1218), Portugal (Leiria, 1254, con precedentes desde 1211), Aragón (1274), Valencia (1283) y Navarra (1300), aunque estas fechas sólo tienen carácter indicativo.

			Las Cortes leonesas y castellanas nacieron por ampliación de la Curia Regia extraordinaria y conservaron algunos rasgos de ella, el primero, que sólo el rey podía convocarlas, y, el segundo, que los obispos y los magnates o grandes nobles formaban parte de ellas como miembros de la Corte real y no como brazos representativos de su respectivo estamento. Las Cortes castellano-leonesas, como las de los otros reinos, juraban fidelidad a cada nuevo monarca en nombre de todo el reino, y recibían el juramento regio de respetar sus fueros y privilegios. También se las convocaba para jurar al heredero del trono. Pero no otorgaban legitimidad ni legalidad al nuevo monarca ni a su heredero, sino que éstas eran previas e independientes respecto a la jura, considerada como expresión o refrendo del pacto político básico entre rey y reino y del compromiso regio en el mantenimiento y mejora de los iura regni.

			Las Cortes ejercían los deberes de consejo y ayuda como tal corporación representativa, superando así la práctica personal de ambos propia del vasallaje tradicional. Deber de consejo: el rey las informaba de los negocios importantes, tanto de política interior como exterior y, a su vez, ellas presentaban al rey peticiones y proyectos que éste debía considerar y a los que debía responder. Además, el rey promulgaba ante las Cortes las leyes más importantes. Deber de ayuda, expresado en la concesión y fijación del importe de los servicios o impuestos extraordinarios que no se podían cobrar sin su acuerdo previo.

			Pero la monarquía castellana nunca compartió con ellas su capacidad legislativa ni admitió que limitaran jurídicamente sus poderes, ni ellas directamente ni a través de una delegación o diputación permanente que sólo llegó a esbozarse en algún momento a mediados del siglo xv y no se consolidó. Sin embargo, la capacidad política de las Cortes era considerable: fue tribuna de debate, denuncias y críticas, un escenario donde se manifestaba el poder de hecho de cada grupo o facción activa en la vida política del reino y. aunque no controlara su gestión, la acción misma de otorgar los servicios era ya un poder importante. Por otra parte, la potencia efectiva de las Cortes varió en función de las circunstancias y de las fuerzas socio-políticas que representaban: tuvieron grandes momentos entre 1282 y 1325, mientras se definía la forma de gobierno de los municipios y ocurrían sucesivas crisis del poder real y, de nuevo, entre 1369 y 1393, en el periodo de consolidación en el trono de la casa de Trastámara y de génesis de la «nobleza nueva». Las Cortes perdieron peso político propio en el siglo xv, pese a la frecuencia de sus reuniones hasta 1480, por su sujeción a los bandos de alta nobleza y a la monarquía, que sólo convocó ya a procuradores de diecisiete ciudades, a las que se sumó Granada desde 1500, pero los ideales de control y participación en el gobierno regio no desaparecieron y volverían a manifestarse en el movimiento de las Comunidades (1520).

			Las Cortes portuguesas tuvieron funciones semejantes a las castellanas, tal vez mayores en el control de la política monetaria, pero reunían a procuradores de más concejos y su frecuencia de celebración también parece algo mayor (72 entre 1325 y 1502), aunque Manuel I, como los Reyes Católicos en Castilla, apenas las reunió después de los primeros años de su reinado.

			Las Cortes catalanas, aragonesas, valencianas y navarras estaban organizadas de otra manera: se componían de brazos, según estamentos: eclesiástico, noble o militar, ciudadano. A esta división corresponde una reglamentación estricta de las convocatorias regias, que debían producirse cada dos o tres años en Aragón y Cataluña desde los años ochenta del siglo xiii, aunque esto no siempre se cumplió. Igualmente, estaba reglamentado el funcionamiento y las competencias de la asamblea en un sentido que vinculaba a la vez a la monarquía y a las Cortes, cuya potencia política fue superior a la de las castellanas, sobre todo porque se alcanzaron pactos explícitos y jurídicamente formulados mediante los que la nobleza y, en menor medida, los eclesiásticos y los municipios consiguieron limitar el ejercicio de los poderes regios. Aunque sólo el rey podía convocarlas, las sesiones solían prolongarse bajo la presidencia de su Lugarteniente, y sus peticiones o greuges debían resolverse antes de pasar a otros asuntos, el rey sólo podía promulgar leyes nuevas con su acuerdo, y estaba en manos de las Cortes el otorgamiento de impuestos extraordinarios, su percepción, gestión y contabilidad, para lo que contaron desde los últimos decenios del siglo xiv o ya a comienzos del xv, según los casos, con delegación permanente —la Diputación del General—, lo que aseguraba la continuidad en el ejercicio de sus funciones.

			En consecuencia, los reyes aragoneses no tuvieron la libertad de acción de que dispusieron sus contemporáneos castellanos: les fue imposible desarrollar su administración hacendística, promulgar leyes sin cortapisas, introducir reformas administrativas de importancia. Pero las Cortes, cuyo dinamismo decayó en el siglo xv, tampoco emprendieron aquellas tareas con la visión de conjunto y la continuidad que habrían sido necesarias para la formación de un «Estado moderno» en el que habrían tenido el papel principal. El peso de la estructura de órdenes o estamentos en su composición, y el hecho de que cada país de la Corona de Aragón tuviera su propia asamblea, las hacían particularmente conservadoras y defensoras de los privilegios de las oligarquías políticas más que de otros intereses y reivindicaciones sociales.

			2.9. Un legado medieval

			La Baja Edad Media hispánica legó a los tiempos posteriores dos modelos de evolución política: el castellano, y en gran medida el portugués, modelo dominante, que tendía al «Estado moderno» —por utilizar un término ya clásico— y, en definitiva a la monarquía absoluta, y el aragonés y navarro, fundado en el «pactismo» propio del «Estado estamental». Esto es, la coexistencia de dos concepciones sobre el orden político y la relación entre la monarquía y el reino, aunque ambas fundamentadas en un mismo sistema social y cultural. Otro legado básico fue la puesta a punto de leyes y de órganos administrativos e institucionales que se mantuvieron, en sus grandes líneas, hasta el siglo xviii e incluso hasta tiempos más recientes. En tercer lugar, se formularon con claridad los elementos de una teoría de la Corona, que englobaba la imagen del rey y la del reino como comunidad natural. Y, al mismo tiempo, maduró la conciencia histórica ligada a un pasado y a un ámbito de acción comunes en muchos aspectos, lo que favoreció la formación de conciencias de patria que se referían, sin que hubiera contradicción en ello, tanto a la realidad histórico-cultural de España como a la naturaleza específica de cada uno de los reinos medievales dentro de la Monarquía unida a partir de los Reyes Católicos.
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			III

			La Iglesia: el clero en la sociedad

			1. Aspectos generales

			1.1. Historia de la Iglesia e Historia social

			«La especificidad y autonomía de la Historia de la Iglesia no radica en la temática tradicionalmente tratada por esta especialidad [sino que] proviene de la irreductibilidad del hecho religioso abordado mediante el método histórico, como hecho humano específico, dotado como tal de unas características peculiares que lo distinguen de otras formas de ejercicio de la existencia humana»1. Pero no siempre es fácil acotar qué se entiende por historia religiosa y eclesiástica y cuándo se está haciendo además historia de otras facetas de la realidad —económica, social, política, cultural— aunque sea utilizando documentación de origen eclesiástico y manteniendo las necesarias referencias y conexiones explicativas.

			El estudio de lo religioso-eclesiástico es inseparable del de otros aspectos de la realidad histórica porque la Iglesia es una institución radicalmente comunitaria y, por lo tanto, es y ha sido un poderoso factor en la formación y desarrollo de las sociedades, en este caso de las medievales. De modo que parece útil «distinguir dos aspectos específicos. Uno es el relativo a la fe y las creencias, es decir, a la religiosidad cristiana, a sus expresiones devocionales, a las prácticas morales, a las desviaciones y herejías, a los problemas de relación con los no cristianos, y todo ello no sólo desde el punto de vista eclesiástico sino con los enfoques más amplios de la historia de las mentalidades, y de la historia cultural clásica»2 así como los los elaborados por la «ciencia general de las religiones» (Mircea Eliade). El otro aspecto se refiere al estudio de la Iglesia como ámbito de jurisdicción, al clero como estamento o grupo de la sociedad, con sus diversidades internas, a las instituciones eclesiásticas como propietarias de patrimonio y perceptoras de renta, a las jerarquías de la Iglesia como parte del poder constituido: después de la caída del Imperio Romano en su parte occidental, la Iglesia permaneció como «único poder general organizado»3, apoyada en su condición de religión oficial del Imperio, y en los siglos siguientes tejió en todo Occidente «una triple red institucional de diócesis, parroquias, iglesias privadas y monasterios», hasta alcanzar la madurez entre la época de la Reforma gregoriana a finales del siglo xi y los grandes concilios universales del siglo xiii: fue la única organización pan-europea, y aún completó o perfeccionó algunos de sus aspectos en la Baja Edad Media.

			El primer aspecto, el predominantemente religioso, sólo se tratará en estas páginas en la medida de su utilidad para explicar aspectos de historia social, aun reconociendo que es el fundamental para entender la historia eclesiástica y que, por lo tanto, conviene que los lectores lo conozcan previamente para obtener una comprensión más completa y profunda de aquellas realidades, ya que la finalidad y justificación expresas del imponente aparato institucional y económico de la Iglesia medieval fue el mantenimiento y propagación de la buena nueva (evangelio) que era la fe cristiana, y de la cultura teológica y jurídica que la asistían, en las condiciones propias de un tiempo de total integración socio-religiosa. Daremos por sobrentendidas algunas ideas generales. Primera: además de enraizar en la fe y convicciones que cada cual tuviera, la religión que creían y practicaban los europeos de aquellos siglos era un cristianismo aceptado como parte del entorno social, como propuesta de una Iglesia indiscutida en cuanto tal, de tal modo que la misión evangélica de los sacerdotes se integraba con la aceptación del sistema social vigente, aunque se reconocieran defectos que parecían siempre extirpables sin modificarlo, o males obligados con que se ponía a prueba la fortaleza religiosa, buena voluntad y espíritu solidario de los fieles.

			Por lo tanto, segunda idea general, el cristianismo latino no era entonces sólo la fe en un misterio de redención y la realización práctica de ciertos principios éticos, sino también la ideología básica para explicar la razón de ser histórica y la forma de estar organizada la sociedad, bajo el control espiritual e institucional de la Iglesia, porque el bautismo confería una especie de carta de ciudadanía y era el fundamento principal de una identidad común. En tales condiciones, la fe se aceptaba como parte del patrimonio cultural del individuo, desde que nacía, y se practicaba siguiendo las normas y costumbres establecidas, salvo en casos de disidencia que, por lo demás, también se proponían en referencia y como antítesis a la situación eclesiástica general.

			La Iglesia se concebía como una comunidad de fieles, cuyo ideal era incluir a todos los hombres: nada, por lo tanto más universal o católico que ella. Comunidad a la vez sobrenatural y natural, imaginada a menudo mediante el empleo de metáforas y referencias de tipo familiar para explicar su organización y las relaciones en su seno. Algunas de ellas procedían del Antiguo Testamento, como sucedía con la de Dios Padre, pero la mayoría eran específicas de la fe cristiana: Cristo-Dios Hijo, María-madre de Cristo-Dios, La Iglesia como madre de los fieles-hijos, los sacerdotes como padres espirituales de la comunidad de fieles, todos ellos hermanos entre sí, las monjas como «esposas de Cristo», la comunidad monástica como «familia», las cofradías, y así lo indica su nombre, como con-fraternidades… «El alcance simbólico de todos estos lazos es considerable puesto que contribuyen a definir la estructura ideológica de la sociedad»4, pero puede que lo sea aún más porque transfieren esa misma estructura en su aspecto considerado básico y común, que es la familia, para ofrecer una imagen mental de la Iglesia como comunidad universal que todo lo integra.

			Los clérigos combinaban la defensa de sus intereses y su misión como administradores del Evangelio, con una concepción estática de la sociedad, pues su orden interno les parecía suficiente para asegurar los fines religiosos del hombre. Difícilmente podía haber sido de otra manera después de cientos de años de historia común y compartida entre cristianismo latino y sociedades feudales, y de influencia general y continua de las leyes e instituciones eclesiásticas.

			Además, en la relación entre auctoritas sacerdotal y potestas regia o secular, se entendía que las actividades eclesiásticas y políticas eran dos manifestaciones o aspectos de una misma realidad sustancial puesto que ambas —iglesia y monarquía— colaboraban, cada cual en su ámbito, a organizar la «ciudad del mundo» y a preparar el advenimiento pleno de la «ciudad de Dios» entre los hombres. Tenían una misión común y, a la vez, un reparto de funciones en el que lo político abarcaba incluso intervenciones en la administración eclesiástica, en la promoción de reformas en su plano normativo, no en el doctrinal, y en la defensa de la fe. Pero, al mismo tiempo, el elemento religioso proporcionaba elementos fundamentales de legitimación y daba sentido moral a la acción política; la integraba en una concepción hierocrática y providencialista de la realidad social. Una sociedad donde la autoridad eclesiástica —papa, obispos— tenía preeminencia doctrinal y jerárquica por la propia naturaleza de su misión, incluyendo el ejercicio extraordinario de la potestas in temporalibus pontificia, pero en la que el poder regio era a menudo preeminente en la práctica, como motor de la acción política y cabeza del orden social del reino.

			En resumen, la influencia del clero en ambos terrenos —político y social— fue mayor y más variada en aquel tiempo de cristiandad medieval, cuando la fe proporcionaba los elementos básicos de la ideología explicativa tanto del ser como del funcionamiento de la sociedad. Había una relación muy especial entre religión, alto clero y poder real en todos los países europeos, y más incluso en los españoles, pues su identidad incluía un componente de cruzada, debido a la secular lucha contra el islam, al que se añadía la imagen de sus monarcas como protectores y restauradores de la Iglesia. A pesar de la crisis bajomedieval del pontificado, el fundamento de la cohesión social sobre aquella forma de cristianismo no se había debilitado, ni tampoco había disminuido la necesidad y conveniencia de la Corona en orden a desarrollar una política específica de relaciones con Roma, con el alto clero de sus reinos y con el estamento eclesiástico en conjunto.

			***

			El clero podría definirse como una casta religiosa, aunque de acceso abierto y condición no hereditaria, o bien como un grupo profesional pero lo habitual es definirlo como un estamento con función propia —la de los oratores dentro del esquema social de los tres órdenes—, dotado de jurisdicción específica y con unas jerarquías y diversidades internas autónomas, que hacían de sus miembros una especie de familia espiritual, dirigida por el obispo o, en el caso de monjes y frailes, por sus respectivos superiores. Pero, al mismo tiempo, los clérigos también participaban de las situaciones comunes en la sociedad de su tiempo, puesto que se integraban de diversas maneras en la estratificación general de la sociedad según cuales fueran su propia función o situación eclesial, su origen social, su procedencia familiar, sus niveles económicos y culturales, sus intereses particulares y sus relaciones con los laicos.

			Entre los aspectos que singularizaban al clero en su conjunto se cuentan sus exenciones del deber militar directo —aunque algunos obispos lo practicaron como señores de «vasallos»—, sus privilegios fiscales, al no estar sujetos a contribuciones directas, que podían extender a familiares y criados o paniaguados. También, sus formas de obtención de patrimonio y renta, pues, aunque la crisis del siglo xiv afectó muchos de sus aspectos, algunas entidades eclesiásticas continuaban siendo las mayores propietarias de bienes raíces rurales y urbanos, tenían dominios señoriales y disponían de fuentes de renta propias, en especial el diezmo cobrado sobre la producción agraria, aunque casi todo ello se empleara en mantener los numerosos y diversos servicios eclesiásticos que requería la sociedad.

			La obtención de renta por vías distintas a las del trabajo económicamente productivo no implica que el clero fuera una clase social homogénea. Cualquier capellán modesto de aquel tiempo se habría asombrado si le dijeran que, por tal motivo, era un privilegiado como el obispo o los canónigos y beneficiados de su diócesis, que disponían de casi toda la renta. Así, del reparto del diezmo eclesiástico estaba excluido buena parte del clero secular y todos los monjes y frailes. Muchos capellanes y frailes dependían estrechamente de limosnas, ofrendas y primicias, mientras que los monasterios y bastantes conventos de frailes, aunque excluidos del diezmo, contaban con rentas de sus propiedades y, a veces, con el ejercicio de jurisdicción señorial. De manera que estos desiguales repartos de renta, junto con otros factores, han de ser tenidos en cuenta tanto para conocer los aspectos internos del estamento como los vínculos de cada uno de sus grupos con la sociedad seglar.

			La manifestación más clara de la realidad específica del clero era la necesaria aceptación del primado de Roma en muchos asuntos tocantes a nombramientos y rentas eclesiásticas; también, el ejercicio habitual de la jurisdicción episcopal sobre los clérigos, no sólo los presbíteros, que ejercían el ministerio sacerdotal, «centrado en la celebración de la misa y en ella el sacramento de la eucaristía»5 y de los diáconos y subdiáconos que les auxiliaban en la labor sacramental y pastoral, y que eran, como los presbíteros, de orden mayor o sacra, sino también sobre los de órdenes menores —porteros u ostiarios, lectores de los textos bíblicos, exorcistas, acólitos para el servicio auxiliar del altar—. Estas órdenes se otorgaban a personas seglares que no estaban obligadas a celibato, por lo que a menudo eran un medio de ampliar las relaciones sociales de apoyo a los intereses eclesiásticos, aunque también aumentaron las situaciones de confrontación con jurisdicciones seglares, porque estaban sujetos a la eclesiástica.

			1.2. Madurez, crisis y reforma (c. 1250-c. 1515)

			
1. Continuidades y novedades

			A mediados del siglo xiii, la cristiandad latina cubría ya todo el espacio de Europa occidental y central, con lo que se fijaron sus fronteras medievales. El pontificado había alcanzado la cúspide de su autoridad, y organizado todos los medios que sustentaban su primado: madurez del derecho canónico, esbozo de un sistema fiscal pan-europeo, intervenciones diversas en la provisión de beneficios mayores —en especial los obispados— y menores. Los concilios universales (Letrán IV en 1215, Lyon I en 1245 y Lyon II en 1274) habían fijado además numerosos aspectos de creencia y práctica religiosa, llamados a permanecer durante siglos. La teología escolástica, por su parte, había definido criterios y formas para reflexionar sobre la fe cristiana y sus fundamentos. Y, al mismo tiempo, las nuevas Órdenes mendicantes se habían extendido por todo Occidente aportando una religiosidad y un impulso intelectual renovados, y el establecimiento de la Inquisición había frenado las herejías, que perdieron gran parte de su importancia e influjo a lo largo del siglo.

			A partir de aquella situación de madurez, siempre abierta a la dinámica de los cambios, hay que conocer los ocurridos en los últimos siglos medievales. Por una parte, los de mayor contenido religioso específico, como fueron las críticas al poder político y jurídico de la Iglesia por autores como Marsilio de Padua, Wicliff o Hus, o las consecuencias del desarrollo de la «vía moderna» o nominalista en teología en competencia con la realista, o la agudización de formas críticas de religiosidad, a menudo de origen anterior, e incluso de brotes heréticos: pobreza voluntaria, valdenses, milenarismo joaquimita, espirituales franciscanos, fratricelli, beguinas, begardos, hermanos del libre Espíritu. O bien, con mucha mayor importancia general, las manifestaciones de una religiosidad más profunda y personalizada: agudización de la sensibilidad sobre el sentido de la vida y la muerte, brotes místicos, auge de nueva devociones a Cristo y María, prácticas de penitencia colectiva, etc.

			Por otra parte, también hay que conocer las relaciones entre el pontificado y los estados monárquicos en construcción, la instalación de los papas en Avignon y el auge del intervencionismo pontificio, las peripecias y consecuencias del cisma hasta 1417, la restauración de la autoridad papal en el siglo xv, su tensa relación con las tesis conciliaristas, y el aumento de las intervenciones regias en el orden eclesiástico de sus respectivos reinos, ya desde la época de Aviñón y, en especial, durante y después del Cisma.

			
2. El ámbito hispánico

			A la plena organización territorial e institucional de las Iglesias hispánicas alcanzada al concluir el segundo tercio del siglo xiii, le siguió una larga época de dificultades: se considera habitualmente que la «decadencia moral» de la Iglesia, el clero y la práctica religiosa se agudizaron durante el siglo xiv, en cierto modo como aspectos de la crisis general. Pero también fue entonces cuando comenzaron a formularse proyectos de reforma y mejora, aunque sus efectos prácticos fueran diversos, a medio y largo plazo, o limitados. Los «modelos de reforma» propuestos fueron varios aunque todos partieron de la necesidad de regeneración:

			En general, se trataba de actualizar y aplicar los principios canónicos e institucionales ya existentes, en especial los elaborados a partir del IV Concilio de Letrán, pero esto no ocurrió de manera inmediata. Se considera que la escasez de impulsos de cambio o renovación en la Iglesia castellana se debió a la ausencia de recepción inmediata de las disposiciones del IV Concilio de Letrán, pese a la reunión de concilios provinciales en Valladolid (1228) y Santiago (1229), y que la crisis política y económica desde 1272 agravó la situación aunque comenzó a mejorar a partir del concilio de Valladolid de 1322, que dispuso la aplicación de los cánones establecidos entre Letrán IV y Vienne (1312), pero la fuerte crisis de relaciones entre monarquía y episcopado en tiempos de Pedro I añadió nuevas dificultades.

			La Iglesia de la Corona de Aragón fue mucho más receptiva a los cánones de Letrán IV (concilio de Lérida, 1229), y contó con más obispos reformadores (Pedro y Andrés de Albalat, en Lérida, Tarragona y Valencia, de 1236 a 1279) así como con reuniones frecuentes de concilios provinciales y sínodos diocesanos, y con visitas pastorales más continuas, entre las que destaca la serie barcelonesa en la primera mitad del siglo xiv. Tal vez, añadió un estímulo el riesgo más próximo de las herejías cátara y valdense, o la presencia de beguinos y otros movimientos sujetos a sospecha, más abundante que en Castilla.

			Interesa insistir en la importancia que tuvieron concilios y sínodos para regular muchos aspectos de la vida religiosa que, a menudo, conocemos mejor gracias a sus disposiciones. El ritmo de su convocatoria y celebración varió según épocas y reinos, e indica mucho sobre el buen funcionamiento eclesiástico y sobre la rapidez e intensidad mayor o menor con la que se difundían y aplicaban los cánones de los concilios universales de la Iglesia.
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			Hubo mucha mayor actividad conciliar y sinodal en la Corona de Aragón durante el siglo xiii. El predominio aragonés en este aspecto continuó hasta 1369, mientras que la frecuencia en Castilla aumentaba hasta superar a la aragonesa desde 1370 y predominar claramente en el siglo xv, especialmente en tiempo de los Reyes Católicos, aunque durante todo el siglo lo habitual fue la celebración de sínodos diocesanos. Estas tendencias parecen indicar que fueron diferentes según épocas en uno y otro ámbito los impulsos y necesidades reformadoras expresadas en la promulgación de normas, y también la suficiencia o cumplimiento de las ya emitidas, porque dependía tanto del empeño personal de los obispos como de las colaboraciones o resistencias que encontraran entre el clero de sus diócesis. En Portugal hubo al menos 33 sínodos en el xiv y 16 en el xv, de los que 23 en la archidiócesis de Braga.

			Otras preocupaciones e iniciativas de los dirigentes eclesiásticos se refirieron a la necesidad de disminuir el absentismo y de mejorar la acción pastoral del alto clero, así como la formación intelectual y letrada de los eclesiásticos, y a esto último responden las fundaciones de colegios en ciudades universitarias y la mayor atención que se prestó al buen funcionamiento de las escuelas catedralicias. Los resultados fueron notables: así, el número de canónigos con grados universitarios en las diócesis de la cuenca del Duero aumentó de 198 en el siglo xiii y 398 en el xiv a 1326 en el xv.

			1.3. Las intervenciones pontificias y regias

			La sociedad clerical ha de ser estudiada en su gran complejidad interna y, a la vez, en la variada gama de relaciones que mantiene con la sociedad en general y con los poderes establecidos en ella. Uno de esos poderes, la realeza, podía, además, tratar a los eclesiásticos en conjunto, como estamento, e intervenir en los fundamentos de su organización, siempre en diálogo o acuerdo con Roma y con los obispos del reino como cabeza de la comunidad eclesial.

			
1. Roma

			A la habitual relación entre pontificado y reinos mediante el envío de nuncios, legados y colectores, se añadió el aumento de la centralización administrativa y fiscal que ocurrió especialmente mientras el pontificado estuvo instalado en Aviñón, desde 1309, y tuvo evidentes consecuencias en la Iglesia hispánica. Creció el número de nombramientos pontificales de beneficios, comenzando por los vacantes en Curia por fallecimiento del anterior titular estando en la Corte pontificia (así lo dispuso la decretal Licet ecclesiarum, año 1265), a lo que se añadieron otros casos hasta 1363, incluyendo el nombramiento directo de obispos y abades, con objeto de disponer de más recursos y rentas, porque la Cámara Apostólica percibía en torno a la mitad de las rentas del primer año cada beneficio al entrar a ejercerlo un nuevo titular (annata) y los servitia communia que enviaban los obispos, abades, priores y algunos otros beneficiados al recibir su nombramiento del papa o al trasladarse a otro puesto beneficial, así como las rentas de los beneficios vacantes (fructus medii temporis) y los expolios (ius spolii) o bienes muebles de los obispos y abades fallecidos. La Cámara también ingresaba la mitad o un tercio de las procuraciones o derechos de los obispos cuando realizaban visitas pastorales, a trueque de autorizarlos a no hacerla o enviar delegados que las llevaran a cabo. Y recibía alguna parte, pactada previamente, del importe de las décimas eclesiásticas y de las limosnas que se obtenían por predicación de cruzada. En definitiva, era un aumento de la presión fiscal, canalizada por los colectores pontificios en cada reino, que repercutía negativamente en el buen funcionamiento pastoral y en la riqueza de las diócesis, además de despertar resistencias tanto del clero del país como de los monarcas.

			
2. Los reyes

			El cisma pontificio (1378-1417) fue un tiempo propicio para el aumento de las intervenciones regias tendentes a conseguir la «integración eclesiástica en el aparato político de la monarquía … la imposición de la soberanía monárquica sobre las estructuras eclesiales de cada reino»6, basándose en la consideración de los monarcas como protectores de la Iglesia y de los clérigos como naturales de sus reinos en cuanto a lo temporal, aunque sin intervenir en cuestiones doctrinales, sacramentales, ni alterar al fuero y libertades eclesiásticas. Sin embargo, los argumentos susodichos estaban ya presentes y se utilizaban al menos desde tiempos de Alfonso X, lo nuevo es su efectividad creciente.

			Así, cuando concluyó el cisma en 1417, el papa Martín V estableció concordatos con las naciones europeas, entre ellas la española, para reducir durante cinco años las intervenciones pontificias en materia de fiscalidad y provisión de beneficios. Pese a ser una renuncia temporal, aquellos acuerdos consolidaron indirectamente la intervención de los reyes en asuntos eclesiásticos, siguieron insistiendo luego, con mayor fuerza que antaño, en algunas demandas: primero, que los beneficios eclesiásticos fueran para naturales del reino, y no para extranjeros, a menudo absentistas, con lo que se dañaba la calidad de la pastoral y el funcionamiento de las instituciones, y se dificultaba la promoción del clero del reino, además de que aquellos nombramientos provocaban la salida de moneda fuera del reino y no se podía contar con la fidelidad política de sus titulares.

			Los reyes procuraron, ésta es la segunda demanda, que su presentación/suplicación de candidatos fuera preceptiva para la designación. Hubo, en efecto, gran cantidad de suplicaciones de beneficios a Benedicto XIII, Martín V (1421) y Calixto III (1456), y los papas se avinieron a considerar los deseos de los reyes en provisión de arzobispados, obispados, dignidades y maestrazos de las órdenes militares. Quedó así abierto el camino hacia la consecución del Patronato Real pleno, que obligaba a aceptar candidatos propuestos por los monarcas: los Reyes Católicos lo tuvieron ya para las nuevas sedes episcopales de Granada, Canarias e Indias.

			Y, tercera demanda satisfecha, a veces después de reñidas negociaciones, los reyes consiguieron el control de recursos financieros procedentes de las rentas eclesiásticas o de las limosnas de los fieles. De hecho, ya algunos reyes durante el Cisma habían aprovechado el tiempo en el que no reconocieron a ningún papa para administrar los ingresos pertenecientes a la Cámara Apostólica en su reino: así lo hizo, por ejemplo, Pedro IV de Aragón, desde 1378. Como se explicará más adelante, las tercias reales, que eran parte del diezmo eclesiástico, pasaron definitivamente a formar parte de los ingresos regios, y los monarcas pudieron contar con la casi totalidad de las décimas o subsidios extraordinarios establecidos sobre las rentas de la Iglesia, y de las limosnas recaudadas por la predicación de indulgencias de cruzada.

			Por otra parte, aquellas nuevas situaciones, facilitaron que los reyes encabezaran a veces las reformas eclesiásticas. Así, desde el último cuarto del siglo xiv, en pleno Cisma pontificio, Juan I de Castilla se comprometió con el impulso reformador: rodeado de buenos consejeros eclesiásticos y bajo el influjo del legado pontificio Pedro de Luna —el futuro Benedicto XIII— fue promotor o protector de las iniciativas monásticas de jerónimos, cartujos y benedictinos, difundió las constituciones del concilio de Palencia, de 1388, que recogían las de 1322, y dio normas en las diversas Cortes de su reinado, en especial en 1388 y 1390, destinadas a mejorar la vida, la formación intelectual y los hábitos del clero, a castigar el concubinato, y a proteger las inmunidades y bienes eclesiásticos de abusos tales como los que se producían con la encomienda laica de monasterios e iglesias, aunque también a evitar el mal uso de las franquezas, al declarar que los clérigos de orden menor casados y los miembros de ramas terceras de órdenes religiosas no estaban exentos de impuestos directos. Aquel tipo de intervenciones regias continuó durante el reinado de Enrique III y la minoridad de Juan II y fue, en algunos aspectos, un precedente del gran impulso reformador que llevaron a cabo los Reyes Católicos desde 1480.

			Aquella colaboración creciente se fundamentó en principios doctrinales y prácticas que venían de tiempos anteriores pero también creó relaciones nuevas y duraderas entre monarquía y episcopado. Se observa, por una parte, la influencia de los obispos y otros miembros de las élites eclesiásticas en la elaboración y legitimación del modelo de poder monárquico, tanto en sus aspectos ideológicos como en los relativos a las formas de gobernar, la organización o la propaganda, mediante la presencia de obispos y otros dignatarios en la administración regia: Consejo Real, Audiencia, misiones diplomáticas y otros servicios, además de aceptar cargas fiscales extraordinarias en apoyo del estado monárquico. Por otra parte, aumenta «la capacidad regia para propiciar formas de relación clientelar del episcopado hacia la monarquía, al favorecer la promoción política y eclesiástica de determinados clérigos»7, mediante negociaciones con Roma, o bien aceptando «compromisos regios en materia de política religiosa», y formando en la Corte grupos de clérigos de confianza tales como los confesores reales y los miembros de la Capilla Real.

			2. Obispos y diócesis

			El episcopado era, indudablemente, la institución clave del orden eclesiástico. Cada obispo dirigía y servía como pastor religioso habitual u ordinario a los cristianos de un territorio, la diócesis. Las diócesis se agrupaban en provincias eclesiásticas, con un arzobispo metropolitano al frente, del que dependían habitualmente los obispos sufragáneos de las diócesis incluidas en la provincia. Los metropolitanos, a su vez, dependían directamente del papa. Había también diócesis exentas, cuyos titulares estaban vinculados sin intermediarios con el pontífice romano. En cada ámbito nacional —en el sentido medieval del término—, Roma otorgaba la consideración de primado a un metropolitano, generalmente el titular de la sede más antigua o de mayor significado histórico: en España lo fue el arzobispo de Toledo desde 1088. La primacía era un grado honorífico y no implicaba el ejercicio de jurisdicción superior ni de poderes específicos sobre los obispados incluidos en su ámbito.

			Por lo tanto, el estudio de la organización jurisdiccional y del poder eclesiástico en cada reino debe combinar el conocimiento de la distribución territorial en diócesis con el de la figura y capacidades institucionales de los obispos que las regían.

			2.1. Geografía eclesiástica

			La creación de diócesis y la formación de sus respectivas demarcaciones territoriales en España ocurrieron entre finales del siglo viii y mediados del xiii, a medida que ocurría el avance territorial de los reinos y condados cristianos. Se consideró como restauración de los obispados que existieron en la época hispano-visigoda, aunque a menudo no fue así, y por eso se utilizó como guía, en algunos casos, un texto llamado División de Wamba porque se atribuía a este rey pero que se escribió a comienzos del siglo xii mezclando datos ciertos con otros que no lo eran. En definitiva, y sin entrar en detalles sobre sedes episcopales efímeras o desparecidas, el resultado fue una geografía eclesiástica nueva, aunque hubiera algunos elementos de continuidad con el pasado, completa ya a finales del siglo xiii aunque en los dos siguientes ocurrieron algunos cambios de importancia en el nivel más amplio, que era el de las Provincias Eclesiásticas. No los hubo en cambio, o apenas, en las demarcaciones entre las diócesis —segundo nivel— pero muchas de ellas modificaron o completaron las circunscripciones internas o menores que albergaban en su interior.

			Las Provincias Eclesiásticas eran la principal novedad respecto al periodo visigodo, en el que se había respetado la división provincial política heredada del Imperio romano. Surgieron en torno a las diócesis declaradas metropolitanas: Toledo (1086), Braga (1099), Santiago de Compostela (1120), Tarragona (entre 1118 y 1154) y, desde 1289, Sevilla. Cada una de ellas tuvo, en su provincia, varias diócesis sufragáneas o dependientes. Hubo algunas otras que se mantuvieron exentas, al margen de las provincias: Oviedo, León y Burgos en el N., Mallorca (1232) y Cartagena (1250) en el E.

			Las Provincias del xiii no se atenían a la división política de fronteras entre los reinos que, por otra parte, no terminó de precisarse hasta el último tercio del siglo8 sino que se habían formado siguiendo otros criterios: así, Braga comprendía a las diócesis gallegas, salvo Santiago, y Astorga, además de las portuguesas fundadas antes de 1147. Santiago, aparte de la sede compostelana, había conseguido atribuir a su provincia las sedes que se suponía habían dependido antiguamente de Mérida, repartidas en territorios de Portugal, León e incluso Castilla (Ávila, Plasencia). La Provincia de Toledo comprendía la mayor parte del territorio castellano, salvo las diócesis exentas del norte, pero no consiguió incluir a mediados del xiii a Sevilla, que formó la suya propia en la Baja Andalucía más el Algarve, aunque éste se integró en Portugal, ni a Cartagena, que se mantuvo como diócesis exenta. La Provincia de Tarragona comprendió a todas las diócesis catalanas y aragonesas, más las de Pamplona, Calahorra y, con ella, buena parte de Álava, Vizcaya y Guipúzcoa, y también Valencia, después de largo pleito con Toledo, aunque no Albarracín y Segorbe que permanecieron en la provincia toledana.

			[image: Geograf%c3%ada%20eclesi%c3%a1stica.%201265.jpg] 

			Geografía diocesana hacia 1300 (según D. Mansilla)
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			Geografía diocesana hacia 1400 (según D. Mansilla)
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			Geografía diocesana hacia 1500 (según D. Mansilla)

			Las modificaciones bajomedievales tuvieron como motivo principal el intento de ajustar, en lo que fuera posible, las Provincias Eclesiásticas al territorio de cada reino. La época del Cisma pontificio fue la más propicia para que los reyes consiguieran sus propósitos: así, en 1393, el papa romano Bonifacio IX creó la metrópoli de Lisboa, le adjudicó las diócesis portuguesas, incluso Silves, que no formaban parte de la provincia de Braga, y consiguió así que coincidieran las fronteras eclesiásticas y las políticas del reino. Al año siguiente, el papa aviñonés Clemente VII, adscribió los obispados gallegos a la de Compostela, y por entonces se añadieron o consolidaron en ella las de Astorga, Zamora, Salamanca, Ciudad Rodrigo, Ávila, Plasencia, Coria y Badajoz. En el ámbito de la Corona de Aragón, la principal novedad fue la creación de la provincia eclesiástica de Zaragoza en 1318, con lo que se dio cumplida satisfacción al reino de Aragón puesto que la provincia incluía también a Pamplona, Calahorra, Albarracín y Segorbe. Carlos III consiguió que Pamplona fuera diócesis exenta, entre 1385 y 1420, pero el intento navarro no se consolidó. Y, ya en 1470, Valencia lo conseguía, así como ser cabeza de provincia en 1492 —siendo papa el valenciano Alejandro VI—, con Cartagena y Mallorca como sufragáneas.

			Así, las grandes divisiones eclesiásticas se aproximaron a las políticas, aunque no de manera total, y en ello se manifestó, como en otros aspectos, el peso creciente de las monarquías en sus relaciones con la Iglesia. Una vez conquistado el reino de Granada e incorporado a Castilla, los reyes organizaron sus iglesias en el marco del nuevo Patronato Real, pero Málaga permaneció en la provincia de Sevilla, mientras que Granada formaba la suya con Guadix y Almería. En las Islas Canarias, el obispado de Las Palmas, sucesor de los de Telde y Rubicón, fue sufragáneo de Sevilla, así como el de Marruecos, in partibus infidelium, que antes dependió de Toledo, mantenido desde el siglo xii como señal de pretensiones misioneras. Al cabo, a finales del siglo xv había siete sedes arzobispales y 41 episcopales en las Coronas de Castilla (33), Aragón (14) y en el reino de Navarra (1). Más dos arzobispados —Braga y Lisboa— y siete obispados en Portugal, a los que se añadió el nuevo de Ceuta en el siglo xv.

			La geografía administrativa eclesiástica en sus otros niveles —diócesis y sus divisiones internas— fue utilizada también como criterio de demarcación por los reyes en la organización territorial de su gobierno y fiscalidad. Es un aspecto notable de la influencia que en tantos ámbitos tuvieron las leyes, instituciones y prácticas de administración eclesiásticas en la fase formativa de los poderes políticos laicos, porque la Iglesia era la única entidad con una organización bien desarrollada de la que pudieran tomar modelo o inspiración.

			2.2. Obispos

			El obispo poseía la plenitud de las funciones sacerdotales en su diócesis. No era «un orden nuevo … ni superior al presbítero en relación con la eucaristía… sino un grado dentro del orden sacerdotal»9, de mayor dignidad por los poderes que ejercía, realzados por aspectos ceremoniales y simbólicos exclusivos tales como el báculo y la mitra, el anillo y el sello episcopales, la solemnidad de la entrada o recibimiento en su diócesis, o la calidad de sus honras fúnebres y sepulturas.

			
1. Poderes episcopales

			Los poderes episcopales se ejercen en los ámbitos del orden, el magisterio y la jurisdicción. En virtud del primero, el obispo tenía capacidad para administrar todos los sacramentos, incluyendo la absolución reservada de algunos pecados graves, y también, en exclusiva, el otorgamiento del de orden sacerdotal propiamente dicho, que conllevaba el acceso al clero en sus diversos niveles. Organizaba y presidía el culto, sus manifestaciones litúrgicas y su calendario a lo largo del año. De él dependían, para estos aspectos, no sólo el clero secular sino también los monasterios y conventos situados en la diócesis. El poder de magisterio hacía responsable al obispo de la formación intelectual de sus sacerdotes, que debían poseer los conocimientos necesarios para ejercer sus funciones y, en términos más amplios, de la predicación y de la catequesis o enseñanza de la doctrina cristiana a todos los fieles de la diócesis.

			El poder de jurisdicción obligaba al obispo a juzgar en su ámbito los delitos y faltas cometidos contra el derecho canónico general y, además, a dictar normas complementarias para guiar la conducta de clérigos y laicos. Lo hacía por su propia iniciativa o con la cooperación de sínodos o asambleas del clero diocesano, que él presidía y en las que se elaboraban estatutos o constituciones sobre muchos aspectos de la administración eclesiástica y la vida religiosa. Igualmente, era práctica frecuente la reunión de concilios conjuntos de las diócesis de una provincia eclesiástica, bajo la presidencia del arzobispo metropolitano, y, a veces, de concilios plenarios de todo un reino.

			De la jurisdicción episcopal dependía también el otorgamiento de oficios y beneficios eclesiásticos en la diócesis, comenzando por el cabildo catedralicio, y, con ello, la supervisión de las prácticas administrativas, así como el cuidado y defensa de los bienes y rentas pertenecientes, de uno u otro modo, a instituciones diocesanas. Las iglesias de patronato constituían casos especiales, según se verá más adelante, pero el obispo conservaba la facultad de confirmar en el cargo al clérigo propuesto por el patrono. Añádase, para concluir esta enumeración, que todos los estatutos de instituciones de derecho eclesiástico existentes en la diócesis —incluyendo cofradías y hospitales— requerían la sanción o licencia episcopal.

			Con el fin de ejercer sus poderes con mayor proximidad, el obispo tenía el deber de efectuar visitas pastorales que le permitieran conocer las situaciones concretas y corregir deficiencias y abusos: las visitas debían ser anuales, al igual que los sínodos, según lo dispuesto por la legislación general de la Iglesia desde 1215, pero en la realidad tanto unas como otros fueron más escasos, y era frecuente que el obispo delegara la visita en arcedianos, arciprestes o vicarios más próximos a las parroquias que debían inspeccionar: las procuraciones o derechos de vista, y el catedrático que cada año pagaban al obispo los clérigos de la diócesis, eran formas de reconocer su poder jurisdiccional. Los sínodos, visitas y, en algunos casos, instrucciones escritas como las cartas cuaresmales del arzobispo toledano Cisneros a comienzos del xvi, incluían aspectos propios del magisterio episcopal, no sólo de la jurisdicción.

			El obispo se rodeaba de una casa formada por varias decenas de personas: familiares —en sentido figurado muchas veces—, mayordomo para la administración de los bienes y rentas de la mesa episcopal, servidores y diversos oficiales domésticos. Disponía, igualmente, de cancillería y curia, con uno o varios vicarios generales que ejercían poderes episcopales por delegación; a veces, incluso, contaba con un obispo coadjutor o auxiliar. Habitualmente actuaban un provisor u oficial de justicia al frente del tribunal episcopal, y visitadores diocesanos, también por delegación del prelado. 

			
2. Elección del obispo

			La elección de obispo era un acto de máxima importancia, no sólo en el ámbito eclesiástico sino en el general de la sociedad, debido a los poderes y capacidades que se acumulaban en el cargo, a la importancia de los señoríos, del patrimonio y las rentas de muchas sedes, y a la alta probabilidad de que los electos ejercieran funciones políticas además de las propiamente pastorales. Las condiciones requeridas al candidato eran ser varón, bautizado, de al menos 30 años de edad y presbítero, con cualidades morales e intelectuales adecuadas, pero las condiciones de edad y orden sacerdotal no siempre se respetaron, especialmente en designaciones de hijos o miembros de familias reales, aunque los electos actuaran por medio de vicarios generales o con otros apoyos hasta que las tuvieran.

			La práctica tradicional atribuía al clero y pueblo cristiano de la diócesis capacidad para elegir a su obispo: en la realidad, aquel principio se tradujo en la elección por el cabildo catedralicio —del que más adelante se tratará—, y así se precisó desde el II Concilio de Letrán (1139) hasta el IV (1215). La elección debía ser confirmada por el metropolitano, que poseía jurisdicción delegada del papa para consagrar al nuevo prelado, o por el papa mismo porque la consagración en el cargo le correspondía desde que la Reforma gregoriana consolidó el primado de jurisdicción pontificio. A lo que se añadieron, en el siglo xiv, otras formas de intervención pontificia muy poderosas, cómo ya se ha expuesto.

			Los reyes también actuaban habitualmente, ya que se consideraban genéricamente patronos y protectores de la iglesia de su reino y defensores de la fe (Partidas, I.V.XVIII), y, además, por la importancia política que tenía el cargo episcopal: así, recomendaban o proponían candidato al cabildo catedralicio, o bien directamente a Roma mediante postulación o suplicación. Las intervenciones regias fueron más frecuentes desde mediados del siglo xiii, y a partir de 1348 se consolidó la tendencia en Castilla porque el Ordenamiento de Alcalá dispuso que se comunicara la vacante al rey antes de proceder a elección.

			Así, por ejemplo, en las diócesis de la provincia eclesiástica de Toledo y otras castellanas próximas, el cabildo respectivo efectuó todavía entre 1250 y 1350 más del 50 por 100 de las elecciones episcopales, pero al menos otro 34 por 100 fueron nombramientos directos del papa, y hubo recomendaciones regias en un 37 por 100 de casos, especialmente para las sedes de Toledo, Palencia, Sigüenza y Cartagena.

			
3. Procedencia social de los obispos

			A menudo se ha señalado que gran parte de los obispos de aquellos siglos procedían de familias de la nobleza, o de la regia en algunos casos. Esto es cierto, especialmente en las sedes más importantes, y a muchos les parecía natural que la alta aristocracia eclesiástica, pues así se consideraba a los obispos, correspondiera a personas que tenían ese origen social y que, a menudo, mantenían como prelados los signos heráldicos de su familia de sangre. Se toleraban incluso frecuentes situaciones de nepotismo a favor de familiares próximos de obispos, pero hay que concretar estas ideas generales según las características de cada sede y su relación con la categoría nobiliaria de los prelados que la ocuparon, y teniendo en cuenta que no fue la única posibilidad: desde el siglo xii hubo también un número apreciable de monjes y frailes que alcanzaron el episcopado, en especial a partir de mediados del xiii, y solían tener orígenes sociales más humildes, pero es más frecuente encontrarlos al frente de diócesis de menor renta. En efecto, la potencia económica y política era muy diversa según las sedes, lo que contribuye a explicar que, durante los últimos siglos medievales, fuera frecuente el traslado de obispos de unas a otras, buscando mejores condiciones, cosa que en épocas anteriores de la Iglesia apenas había ocurrido.

			Un estudio prosopográfico relativo a Castilla en el siglo xv muestra la mayor o menor frecuencia con la que eclesiásticos procedentes de algunas familias de la alta nobleza alcanzaron el episcopado en las diócesis castellanas10:

			«… los Fonseca en el siglo xv y principios del xvi, [contaron] con siete obispos; los Gómez de Toledo, sobre todo en el xiv, con seis; los Manrique, con cinco; los Albornoz, Guzmán, Luna y Carrillo, con cuatro cada uno; los Mendoza, desde fines del siglo xiv, con tres; los Enríquez, en el siglo xv, con tres; los Osorio, con tres; y los Álvarez de Toledo, Velasco, Acuña, Gudiel, Carvajal, Suárez de Figueroa y Zúñiga, cada uno de ellos con dos miembros del linaje dentro del episcopado. En cambio, linajes como los Pimentel, Silva, La Cerda o Ponce tuvieron una casi nula o muy escasa proyección episcopal. En cuanto a los linajes de judeoconversos, hay que destacar ante todo a los García de Santa María (o Cartagena) y linajes a ellos vinculados (como los Maluenda), donde hubo hasta siete obispos. Por otro lado, en linajes como los Gómez de Toledo, Fonseca o Santa María las sucesiones episcopales tío-sobrino o incluso padre-hijo fueron algo habitual, siendo también frecuentes las relaciones de parentesco entre los prelados de linajes como los Luna, Albornoz, Manrique y Carrillo» …

			«En las archidiócesis de Toledo, Sevilla y Santiago, que eran las de mayor prestigio, nivel económico y proyección política, los grandes linajes señoriales que más presencia tuvieron en el episcopado de las mismas fueron los Mendoza, Manrique, Fonseca, Albornoz, Luna, Gómez de Toledo y Álvarez de Toledo». Además, hubo algunos miembros de la familia real en la sede primada de Toledo.

			«En definitiva, respecto al nivel de extracción nobiliaria del episcopado castellano, sin duda alguna las archidiócesis de Toledo, Sevilla y Santiago ocupan el puesto más alto. En el siglo xv, la alta nobleza también tuvo una muy significativa presencia en las diócesis de Sigüenza, Ávila, Mondoñedo, Osma, Palencia y Oviedo. En cambio en otros obispados, como por ejemplo Cádiz, Tuy o Ciudad Rodrigo … lo más habitual fueron los obispos de la baja nobleza e incluso de procedencia no nobiliaria…»

			Y en Cádiz, Ciudad Rodrigo y las diócesis extremeñas, se observa una ‘destacada presencia de obispos pertenecientes a las órdenes mendicantes’.

			La situación fue algo distinta en Portugal donde había pocos obispos de grandes familias al comenzar el siglo xiv, pero se soportó mayor número de prelados extranjeros y absentistas y fuerte nepotismo durante todo aquel siglo. El alto clero de origen social noble creció en su segunda mitad y especialmente en el xv, pero las aristocracias y clases medias locales proveyeron aún clérigos para muchos de los obispados.

			Sea como fuere, a finales de la Edad Media se fueron elaborando nuevas ideas sobre el o los modelos de obispo, que tuvieron fuerte influencia en la práctica. Junto a los casos de absentismo, nepotismo o mantenimiento de las antiguas formas de acción, surgieron otros en los que se promovía al episcopado a sacerdotes naturales del reino, que residieran en sus sedes, de buena calidad moral, dotados de mayor cultura teológica y canónica, y con capacidad personal para actuar no sólo en su ámbito eclesiástico sino también en el político, independientemente de cuáles fueran sus orígenes sociales. En la época de los Reyes Católicos, de 132 provisiones de obispados, 32 correspondieron a miembros de la alta nobleza y 74 a personas procedentes de la pequeña nobleza y clases medias, incluyendo algunos prelados muy relevantes de origen judeoconverso11.

			3. El clero secular

			El clero, dentro de su condición común, era un grupo con grandes diferencias internas. Por una parte, había un alto y medio clero que disponía de recursos económicos estables, al tener asignados oficios con prebenda aneja suficiente para asegurar su «digna sustentación»: esto era el beneficio, definido como «una entidad jurídica constituida o erigida a perpetuidad por la autoridad eclesiástica competente, que consta de un oficio sagrado y el derecho a percibir las rentas anejas por la dotación del oficio» (Código de Derecho Canónico), también llamada prebenda12. Como es lógico, el número de beneficios era limitado, en función de las rentas, y no tendió a crecer. Así sucedió que hubo muchos capellanes y otros clérigos que ejercieron su labor sujetos a rentas insuficientes o a salario. En la Corona de Castilla —sin Canarias y Granada— había a finales del siglo xv entre 10.000 y 15.000 beneficios, incluyendo capellanías. Pero si a los beneficios de los cabildos catedrales y de colegiatas y a los de curas parroquiales se añaden los simples o servideros, las prestameras y buen número de capellanías más difíciles de localizar, la cifra en todos los reinos de los Reyes Católicos alcanzaría o superaría los 35.00013. De su renta vivía el clero secular, desde los cargos superiores y medios, especie de aristocracia dentro de la sociedad eclesiástica de cada diócesis, hasta muchos más modestos económicamente, porque los niveles de ingresos fueron muy variados.

			Había también una clara distinción entre clérigos de órdenes mayores o sacras, obligados al ministerio sacerdotal y al celibato, y clérigos de órdenes menores, también integrados en la jurisdicción eclesiástica pero que podían contraer matrimonio, ejercer oficios seglares y vivir de hecho como laicos. Estaban incluidos en la inmunidad eclesiástica pero la indeterminación de algunas situaciones concretas y el abuso del fuero eclesiástico produjeron muchos enfrentamientos con las jurisdicciones seglares, en especial las municipales.

			Las intervenciones pontificias proveyendo beneficios a favor de clérigos extranjeros y, en general, absentistas, aumentaron en el siglo xiv y provocaron fuertes quejas en las Cortes castellanas, al menos en 1329 y 1390, denunciando la desatención a los deberes eclesiásticos y la fuga de dinero del reino que producían aquellas situaciones. Los reyes apoyaban las reclamaciones y, a menudo, suplicaban ellos mismos a los papas la provisión de beneficios vacantes a favor de clérigos naturales del reino. El procedimiento de «súplicas beneficiales» por los reyes a Roma, creció en importancia durante la baja Edad Media, como contrapeso al de designación directa en Roma, aunque con ello también se desplazaba la capacidad de designación que competía a los obispos y, en algunos casos, a los cabildos catedralicios.

			Los monarcas procuraban, por lo tanto, que la mayor cantidad de beneficios recayera en naturales de sus reinos, lo mismo que hacían con las sedes episcopales, y utilizaban para ello procedimientos de presentación y súplica, aunque siempre a la busca de lograr el Real Patronato pleno, pero un número considerable de prebendas, sobre todo prestameras siguieron en manos de extranjeros a través de provisiones directas por la Curia romana. La cuestión era de gran importancia —ya lo hemos visto— porque implicaba no sólo aspectos religiosos y políticos en general, sino también económicos, Por otra parte, los reyes ejercían derechos de ‘padronazgo real’ en la provisión de beneficios para algunas colegiatas y capillas funerarias de fundación regia, como eran, en este último caso, las de reyes viejos (1294) y reyes nuevos (1391) de la catedral de Toledo, o las capillas reales de las de Sevilla (1254) y Córdoba (1312). Y había en diversas partes iglesias de patronato laico, en las que el patrono proponía al clérigo que iba a servir en ellas, aunque el nombramiento correspondía siempre al obispo.

			3.1. Cabildos catedralicios

			Los orígenes de la vita canonica, según regla común, de grupos de clérigos al servicio de las catedrales se rastrean desde el siglo viii como situación distinta a la de los canónigos regulares agrupados en otro tipo de iglesias. A partir del xii, el cabildo catedralicio fue plenamente «una corporación o colegio de clérigos, adscritos a una iglesia catedral y dotado de personalidad jurídica propia, distinta de la episcopal», con patrimonio y rentas (mensa capitularis) diferenciados del episcopal (mensa episcopalis) aunque, al desarrollar su labor en el templo principal de la diócesis y sede del obispo, eran sus más próximos colaboradores: por una parte, el obispo presidía el cabildo, por otra, vacante la sede, el cabildo elegía al nuevo prelado.

			La configuración de los cabildos, la definición de sus competencias y deberes, así como las de cada uno de sus miembros, se completó a mediados del siglo xiii, a menudo con intervención de legados pontificios que dieron constituciones y normas precisas. Los oficios de mayor honor eran las dignidades, casi siempre con una canongía incorporada a su cargo para formar así parte del cabildo propiamente dicho: el deán, que lo presidía —a veces, en los primeros tiempos, esta función correspondió a un prior—, los arcedianos, que tenían o habían tenido a su cargo circunscripciones territoriales de la diócesis, el chantre, director del rezo y canto en el coro, el maestrescuela, responsable de la instrucción y formación intelectual del clero. En ocasiones, había también dignidades de tesorero, camarero, prepósito o administrador de los bienes del cabildo (pabostre en Zaragoza), capellán mayor (encargado de la misa y la pastoral cotidianas), sacristán mayor, enfermero, limosnero u hospitalero. 

			Los canónigos eran el núcleo del cabildo. La mayoría eran presbíteros pero también cabía la posibilidad de que hubiera canónigos clérigos de órdenes menores. Algunos, ya a finales de la Edad Media, ejercían funciones especializadas como teólogo (canónigo magistral), canonista (doctoral), predicador y biblista (lectoral) y teólogo moral y confesor (penitenciario). En Compostela, siete de los canónigos recibían la denominación de cardenales, con especiales honores: era un caso singular, en relación con el sepulcro del apóstol Santiago, aunque, a imitación suya, también los hubo en el cabildo de Orense.

			En un nivel económico-beneficial y de función inferior al de los canónigos se situaban los racioneros y medios racioneros, así como los canónigos no residentes u honoríficos (extra vagantes), que a veces podían ser seglares. El personal al servicio del cabildo se completaba con un número variable de capellanes de coro o asignados a diversas funciones, y con otros oficios: maestro de capilla, sochantre o director del canto, niños o mozos de coro (clerizones en Toledo), organista, sacristán, pertiguero para dar aviso de las reuniones, portero, capilleros, campanero, relojero, carpintero, perrero (estos tres en Jaén), letrado o procurador, escribano, refitolero o refitor (administrador, en Toledo, desde 1247), físico o médico, barbero o alfajeme, boticario, enterrador. Contando con estos colaboradores y servidores, el número de personas que agrupaba un cabildo catedralicio era elevado: el de Ávila, que es un caso intermedio, contaba con unas 130 a comienzos del siglo xiv.

			En general, se procuró que no aumentara el número de prebendas, para no disminuir el nivel de ingresos de los beneficiados. Pero las relaciones externas del cabildo se aseguraron mediante el personal auxiliar ya mencionado y admitiendo a veces a seglares en la familiaridad o fraternitas capitular, en general a cambio de enterramiento en la catedral si los interesados establecían mandas testamentarias para el culto funerario. Las capillas funerarias tuvieron especial importancia en algunas catedrales: en Toledo, por ejemplo, las de reyes viejos y reyes nuevos estaban servidas por 38 capellanes, otras tres capillas, de prelados toledanos, por 36 más, y algunas de nobles contaban también con varios capellanes.

			Composición de algunos cabildos14

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							[d.: dignidad; c.: canónigo; r.: racionero; m.r.: medio racionero; cap.: capellanes; o: otros; fecha]

						
					

					
							
							Santiago

						
							
							9 d.

						
							
							50 c.

						
							
							20 r.

						
							
							12 m.r.

						
							
							 

						
					

					
							
							Orense

						
							
							10 d.

						
							
							26 c.

						
							
							12 r.

						
							
							 

						
							
							4 cap.

						
					

					
							
							Lugo

						
							
							10 d.

						
							
							30 c.

						
							
							20 r.

						
							
							 

						
							
							 

						
					

					
							
							Oviedo

						
							
							11 d.

						
							
							50 c.

						
							
							24 r.

						
							
							 

						
							
							16 cap. año 1385

						
					

					
							
							León

						
							
							13 d.

						
							
							46 c.

						
							
							17 r.

						
							
							 

						
							
							[año 1465]

						
					

					
							
							Burgos

						
							
							9 d.

						
							
							30 c.

						
							
							 

						
							
							20 m.r.

						
							
							 

						
					

					
							
							Palencia

						
							
							12 d.

						
							
							48 c.

						
							
							24 r.

						
							
							 

						
							
							[año 1481]

						
					

					
							
							Zamora

						
							
							9 d.

						
							
							10 c.

						
							
							15 r.

						
							
							 

						
							
							[siglo xv]

						
					

					
							
							Salamanca

						
							
							8 d.

						
							
							26 c.

						
							
							20 r.

						
							
							 

						
							
							[año 1245. 20 m.r. desde 1492 25 cap.]

						
					

					
							
							Ciudad Rodrigo

						
							
							5 d.

						
							
							13 c.

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							[año 1575]

						
					

					
							
							Ávila

						
							
							7 d.

						
							
							13 c.

						
							
							8 r.

						
							
							12 m.r.

						
							
							 

						
					

					
							
							Segovia

						
							
							7 d.

						
							
							40 c.

						
							
							10 r.

						
							
							20 m.r.

						
							
							 

						
					

					
							
							Calahorra

						
							
							8 d.

						
							
							22 c.

						
							
							11 r.

						
							
							20 m.r.

						
							
							 

						
					

					
							
							Plasencia

						
							
							5 d.

						
							
							10 c.

						
							
							8 r.

						
							
							 

						
							
							 

						
					

					
							
							Toledo

						
							
							14 d.

						
							
							40 c.

						
							
							50 r.

						
							
							  20 c. extravagantes

						
					

					
							
							Sigüenza

						
							
							40 c.

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							 

						
					

					
							
							Cuenca

						
							
							8-10 d.

						
							
							26 c.

						
							
							10 r.

						
							
							20 m.r.

						
							
							[siglos xiii-xv]
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